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POLÍTICOS, EMPRESARIOS Y MILI-
TARES: PROTAGONISTAS DE UN 
GOLPE ANUNCIADO. PARTE I. 

 
Por: Leticia Salomón 

29 de junio de 2009 
 

A. LOS HECHOS 
 

1. LA DETENCIÓN Y EXPATRIA-
CIÓN DEL PRESIDENTE 

 
El domingo 28 de junio de 2009, un contingente 
de militares rodearon la residencia del Presidente 
de la República, Manuel Zelaya Rosales 
(20062010), lo detuvieron, lo trasladaron a la 
Fuerza Aérea Hondureña y lo enviaron a Costa 
Rica, en un acto similar al que realizaban los mili-
tares en el pasado cuando querían deshacerse de 
los antiguos Jefes de las Fuerzas Armadas. El 
detonante principal fue la convocatoria a una en-
cuesta de opinión a realizarse ese mismo día, 
promovida por el Presidente de la República, a 
través de la cual se le consultaría a la ciudadanía 
si deseaba que en las elecciones de noviembre se 
colocara una cuarta urna (las otras tres corres-
ponden al Presidente, a los diputados y a los al-
caldes) para votar por la instalación de una 
Asamblea Nacional Constituyente en el 2010, 
cuyo fin primordial sería la elaboración de una 
nueva Constitución de la República. 
 

2. EL PROCESO DE PRODUC-
CIÓN DEL GOLPE DE ESTA-
DO 

 
El golpe de Estado se venía gestando desde va-
rios días atrás, alimentado por una confrontación 
creciente entre los tres poderes del Estado, es-
pecíficamente entre los poderes Legislativo y Ju-
dicial contra el Poder Ejecutivo. Una de las mani-
festaciones más evidentes fue el desconocimiento 
por dos poderes del Estado, de la decisión del 
Presidente de la República de destituir al Jefe del 
Estado Mayor Conjunto, General Romeo Vásquez 
Velásquez, por negarse a cumplir una orden del 
Ejecutivo, facultad establecida en la propia Consti-
tución de la República que se enmarca dentro de 
la subordinación jerárquica de las Fuerzas Arma-

das al poder legítimamente constituido. La 
restitución del mencionado General en su car-
go en una operación relámpago por parte de la 
Corte Suprema de Justicia y similar acción por 
parte del Congreso Nacional, que llegó al ex-
tremo de declarar héroe nacional al militar, 
constituyó un atentado a la independencia de 
poderes y llevó al límite la negativa de ambos 
poderes a realizar una consulta ciudadana. 

 
La decisión de consumar el golpe de Estado 
se tomó el jueves 25 de junio cuando el mismo 
Presidente del Congreso pidió al pleno decla-
rar deshabilitado al Presidente de la República 
para continuar desempeñando su cargo, y 
procedió a constituir una Comisión de Dicta-
men cuya resolución no se produjo con la cele-
ridad que se esperaba, lo que unido a la caute-
la del Embajador de los Estados Unidos para 
apoyar la inhabilitación, impidió que el golpe 
de Estado se consumara ese mismo día. 
 

3. EL DESENCADENANTE 
 
La Constitución vigente en Honduras data de 
1982 y en ella no se contemplan los mecanis-
mos para revisarla y crear una nueva. Los 
constituyentes de la época, conscientes de las 
debilidades de los partidos políticos tradiciona-
les, establecieron un conjunto de artículos 
denominados  “pétreos”  y  una  advertencia  en-
caminada a considerar como delito cualquier 
intento de reformarla. La iniciativa del Presi-
dente Zelaya de impulsar una consul-
ta/encuesta ciudadana para preguntarle a la 
ciudadanía si quería que se colocara una cuar-
ta urna en las elecciones generales de 2009, 
para decidir sobre la instalación de una Asam-
blea Nacional Constituyente que se encargaría 
de reformar la constitución, recibió una reac-
ción adversa de la clase política que recordaba 
constantemente que en el pasado autoritario 
esa propuesta llevaba implícita un golpe de 
Estado y, derivado de ello, el empeño conti-
nuista del Presidente de la República. A partir 
de ese momento, todo intento del Presidente 
para realizar la consulta chocaba con la oposi-
ción del Poder Legislativo, primero, y del Poder 
Judicial, después. Ambos intensificaban su 
oposición emitiendo constantes y veloces fa-
llos de ilegalidad a las iniciativas del poder 
Ejecutivo, relacionadas con la cuarta urna, ya 
sea en la fase de consulta o en la fase de en-
cuesta. 
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B. LA ALIANZA POLÍTICO-
ECONÓMICA-MEDIÁTICA 

 
Lo anterior permitió la confluencia de intereses 
diversos: 
 
1.intereses político-partidarios, que aglutinaron 
a seguidores del Presidente del Congreso Nacio-
nal, Roberto Micheletti, candidato perdedor en las 
elecciones primarias del partido Liberal, con un 
fuerte resentimiento con el presidente del Poder 
Ejecutivo por no haberle dado el apoyo suficiente 
para asegurar  su  triunfo;  militantes del partido 
Nacional, que vieron la iniciativa del Presidente 
Zelaya como una amenaza al triunfo del candidato 
de su Partido, Porfirio  “Pepe” Lobo; diputados de 
dos de los tres partidos pequeños, Pinu y Demo-
cracia Cristiana, que se posicionaron al lado del 
presidente del Congreso Nacional en la confron-
tación de poderes del Estado (la excepción la 
constituyó el partido Unificación Democrática de 
tendencia izquierdista y con muy poca represen-
tación en el parlamento). 
 
2. Intereses político-institucionales, en torno a 
los que se agruparon las siguientes instituciones: 
a) Corte Suprema de Justicia, de cuyos miembros 
ocho son del partido Liberal, incluido su presiden-
te, y siete son del partido Nacional. Todos ellos 
fueron nombrados por el Congreso Nacional a 
propuesta de una Junta Nominadora, pero todos 
guardan un alto nivel de subordinación hacia el 
partido que votó por ellos y, en el caso del Presi-
dente (de la Corte Suprema) mantiene una rela-
ción de dependencia directa con respecto al Pre-
sidente del Congreso Nacional b) Ministerio Públi-
co, dirigido por el Fiscal General, perteneciente al 
partido Liberal, y el Fiscal General Adjunto, del 
partido Nacional, ambos nombrados recientemen-
te por el Congreso Nacional luego de fuertes ne-
gociaciones entre las bancadas en las que el pre-
sidente Micheletti jugó un papel activo c) Procura-
duría General de la República, liberal nombrada 
por el Congreso Nacional y con fuerte dependen-
cia de su partido d) Comisionado Nacional de los 
Derechos Humanos, reelecto por el Congreso 
Nacional luego de intensas negociaciones con el 
partido Liberal y e) Tribunal Supremo Electoral, 
organismo altamente partidizado cuyo presidente 
pertenece al partido Liberal y mantiene vínculos 
directos con el presidente del Congreso. 
 
3. Intereses económicos, que juntaron a dirigen-
tes empresariales de las organizaciones gremia-

les, Consejo Hondureño de la Empresa Priva-
da (COHEP) y Asociación Nacional de Indus-
triales (ANDI), que estaban disgustados con la 
decisión presidencial de aumentar unilateral-
mente el salario mínimo en diciembre anterior, 
a pesar de la negativa empresarial a aumen-
tarlo. 
 
4. Intereses mediáticos, que hicieron confluir 
a los principales dueños de medios de comu-
nicación a) Rafael Ferrari, del Partido Liberal, 
dueño de canales de televisión 3, 5 y 7, y de 
una cadena de radio y varias radios menores, 
b) Carlos Flores, también del Partido Liberal, 
ex presidente de Honduras y dueño de Diario 
La Tribuna, de mucha influencia en la zona 
central del país y padre de la Vicepresidenta 
del Congreso Nacional a quien colocó por su 
amistad con Roberto Micheletti, entonces Pre-
sidente del Congreso Nacional, con una rela-
ción de dependencia hacia el ex presidente; c) 
Jorge Canahuatti, del Partido Nacional, due-
ño de los diarios El Heraldo y La Prensa, con 
fuerte influencia en la zona central el primero y 
nacional el segundo, confrontado con el go-
bierno desde el inicio, por cuestiones partida-
rias y por quedar excluido de los contratos del 
gobierno. Desde dos años atrás el presidente 
comenzó a señalar a los "poderes fácticos" 
que lo presionaban para conseguir beneficios 
económicos, dentro de los cuales se encontra-
ban los empresarios de medios de comunica-
ción y otras actividades económicas, que se 
han señalado. 
 

C. LOS ARGUMENTOS SEÑA-
LADOS 
 

1. El Presidente quería imponer la de-
mocracia participativa 

 
La clase política del país, representada en el 
Congreso Nacional a través de los partidos 
actualmente constituidos, ha manifestado una 
resistencia creciente a aceptar nuevas formas 
de democracia, como la participativa, argu-
mentando que la democracia representativa es 
la única forma de ejercicio de la democracia y 
que los diputados al Congreso Nacional son 
los únicos facultados para opinar sobre los 
asuntos públicos. La idea de consultar a la 
ciudadanía para opinar sobre un asunto de 
trascendencia nacional, como la creación de 
una nueva Constitución adaptada a los cam-
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bios que ha experimentado el contexto nacional e 
internacional luego de 28 años de haber sido emi-
tida, alteró la calma legislativa y sus diputados 
comenzaron a argumentar que la Constitución de 
la República no se podía cambiar porque los 
constituyentes que emitieron la Constitución de 
1982, actualmente vigente, decidieron que habían 
artículos pétreos que hacían imposible que la 
Constitución fuera reformada. 

 
2. El Presidente desobedeció las órdenes 

judiciales 
 
La insistencia del Presidente de la República de 
continuar adelante con la idea de la cuarta urna, 
pese a la oposición del Poder Legislativo, secun-
dada por el Poder Judicial, llevó al límite la con-
frontación entre los poderes del Estado y todos 
ellos terminaron con argumentaciones y contra 
argumentaciones jurídicas que evidenciaron la 
politización partidaria del Poder Judicial que se 
posicionó al lado del Poder Legislativo en el con-
flicto entre Poder Legislativo y Poder Ejecutivo. 
De esta manera, lo que pudo haber sido un con-
flicto exclusivamente jurídico, que debía resolver-
se en los tribunales de Justicia, se convirtió en un 
problema esencialmente político que se manejó 
públicamente como problema jurídico, aunque 
privadamente, a través de negociaciones entre el 
Poder Ejecutivo y la alianza político-económica-
mediática, se manejó como un problema político. 
 

3. El Presidente pretendía continuar en el 
poder 

 
El argumento del continuismo comenzó a ser utili-
zado por el Congreso Nacional, secundado por 
los dueños de medios de comunicación, la em-
presa privada, sectores conservadores, personas 
y grupos interesados, y militares retirados que 
comenzaron a plantar la idea de que el presidente 
quería continuar en el poder, a pesar de su reite-
rada afirmación de que él estaría en el gobierno 
hasta el último día de su mandato y que la Asam-
blea Nacional Constituyente sería tarea del nuevo 
gobierno que iniciaría en el 2010. En esta percep-
ción pudieron influir declaraciones iniciales con-
tradictorias por parte de funcionarios allegados al 
Presidente de la República, que pudieron contri-
buir a confundir a los sectores en confrontación 
sobre este tema, aunque el mismo adquirió su 
propia dinámica y comenzó a repetirse una u otra 
vez por parte de todos los componentes de la 
alianza política-económica-mediática, hasta lograr 
un alto nivel de manipulación y desinformación. 

 
4. El Presidente quería instaurar el 

comunismo en el país 
 
La cercanía del Presidente Zelaya con los 
países integrantes de la Alianza Bolivariana de 
las Américas (ALBA) y Petrocaribe, le creó una 
imagen de centro izquierda que incomodó a 
empresarios y políticos que comenzaron a 
asociar todas las decisiones gubernamentales 
con acciones encaminadas a instaurar el co-
munismo en el país, situación que fue hábil-
mente manipulada por los medios de comuni-
cación y repetida insistentemente por los mili-
tares retirados que adquirieron un protagonis-
mo creado y estimulado por las fuerzas oposi-
toras al gobierno. La cercanía a los países de 
la ALBA, en particular, Venezuela, Nicaragua y 
Cuba, les llevó a estigmatizar a gobierno y 
ciudadanos de estos países, y a considerar 
que la presencia de sus diplomáticos en el 
país constituía una amenaza para la democra-
cia. 
 

5. El Presidente ha incumplido sus 
funciones 

 
El tema de la cuarta urna desplazó a todos los 
otros temas de la agenda nacional, acaparan-
do la atención de legisladores, funcionarios y 
medios de comunicación, al extremo que me-
dios de comunicación de la alianza político-
económica-mediática dedicaban espacios casi 
completos a cuestionar el tema y, por supues-
to, el gobierno utilizaba el canal del Estado y 
un par de canales más, para defender su posi-
ción en torno a la cuarta urna. La alianza opo-
sitora continuó cuestionando la insistencia 
presidencial en mantener el tema y decidieron 
cuestionarlo por la falta de atención, que 
según ellos, le restaba a la fiebre AH1N1, 
inundaciones y terremotos. 
 

D. EL PAPEL DE LOS MILITA-
RES 

 
Conforme avanzaba la confrontación entre 
poderes del Estado, en una evidente crisis de 
ingobernabilidad política, la alianza opositora 
comenzó a acercarse al Jefe del Estado Mayor 
Conjunto, General Romeo Vásquez Velás-
quez, y a la Junta de Comandantes, para pe-
dirles que no obedecieran las órdenes del pre-
sidente de la República, de repartir las cajas 
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para la encuesta de opinión en todo el país. A la 
vez que negociaba con la cúpula militar en priva-
do, colocaba en la agenda pública a militares reti-
rados, protagonistas de la década de los ochenta, 
formados en plena guerra fría, reafirmando posi-
ciones anticomunistas, incitando a la desobedien-
cia y haciendo llamados a la insubordinación de 
los militares activos. La crisis permitió que perso-
najes sumados en el anonimato adquirieran visibi-
lidad y se convirtieran en referentes notables para 
los medios de comunicación de la alianza oposito-
ra, militarizando la agenda de los medios y polari-
zando la sociedad en dos grupos fuertemente 
enfrentados, los que estaban a favor y los que 
estaban en contra. La destitución del Jefe del 
Estado Mayor y la renuncia del Secretario de De-
fensa, Edmundo Orellana, fue una consecuencia 
lógica de la presión político-jurídica a que se vie-
ron enfrentados los militares durante varios días 
de confrontación. 
 
Hasta ese momento las Fuerzas Armadas aparec-
ían como víctimas de la polarización civil en el 
plano político. A partir de ahí y luego de la restitu-
ción político-judicial del General en su cargo, y 
después de su reconocimiento público en el Con-
greso Nacional como “héroe nacional”, por haber-
le desobedecido al Presidente de la República, el 
militar comenzó a participar en marchas y protes-
tas callejeras, y a dar entrevistas para los medios 
opositores, definiéndose claramente del lado de la 
alianza político-económica-mediática. La Junta de 
Comandantes, constituida por los Jefes de las tres 
fuerzas y el Inspector General, además del propio 
Jefe del Estado Mayor Conjunto, decidió involu-
crarse en la confrontación tomando partido por la 
alianza opositora y ejecutando el golpe de Estado 
de la mañana de 28 de junio. Muchos años de 
profesionalización y creciente subordinación mili-
tar a los gobiernos legítimamente constituidos 
fueron echados por la borda por los Comandantes 
militares que prefirieron anteponer sus intereses y 
rencores particulares, y sucumbir ante el poder 
económico y político, cometiendo uno de los erro-
res más grandes que marcarán negativamente a 
su institución. En estos 28 años de construcción 
democrática, las Fuerzas Armadas lograron cons-
truir paso a paso una fuerte legitimidad ante la 
sociedad, al grado que aparecían en las encues-
tas con un nivel de aceptación similar al de la 
iglesia católica. Verlos en la calle, al lado de la 
Policía, persiguiendo y golpeando a ciudadanos 
hondureños que se plantaron para rechazar el 
golpe de Estado, representa un retroceso grave 

por el cual pagarán su precio ante la historia y 
ante la sociedad. 
 

E. LAS CONTRADICCIONES 
DEL CONGRESO NACIO-
NAL 

 
Lo ocurrido en el Congreso nacional durante el 
domingo 28 de junio pasará a la historia del 
país como un ejemplo de los extremos a los 
que puede conducir la combinación de intole-
rancia, manipulación del significado de la de-
mocracia, intereses personales, ideologización 
del conflicto político y rivalidades intrapartida-
rias. Lo más lamentable es la reproducción de 
los viejos métodos militares que combinaban 
mentiras sostenidas como verdades, silencio 
oficial ante la situación crítica, sometimiento de 
los medios de comunicación opuestos al golpe, 
desinformación, ausencia de información sobre 
lo que ocurre, intervención de teléfonos, de-
tención de funcionarios, represión de manifes-
tantes, interrupción del fluido eléctrico, intento 
de controlar la comunicación electrónica y auto 
proclamación como defensores de la nación. 
Lo anterior dio lugar a una serie de contradic-
ciones en que incurrieron los diputados y alle-
gados, reproducidas fielmente por los medios 
de comunicación, las cuales se resumen en lo 
siguiente: 
 

1. La carta de renuncia del Presidente 
del Ejecutivo 

 
La justificación del golpe de Estado fue la re-
nuncia que supuestamente había firmado y 
sellado el presidente de la República el domin-
go 28 de junio, en la que indicaba que lo hacía 
por razones de salud y para preservar la paz 
de la nación. La carta presentaba fecha del 
jueves 25 de junio, fecha en que se había pla-
nificado el golpe de Estado como producto de 
las conversaciones entre el presidente del 
Congreso Nacional y el Jefe del Estado Mayor 
Conjunto y en la cual esperaban inhabilitar al 
Presidente de la República.  
 

2. Sustitución versus derrocamiento 
 
La argumentación central utilizada por los di-
putados del Congreso Nacional es que ante el 
vacío dejado por la renuncia del Presidente de 
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la República, el Congreso Nacional se ve obligado 
a sustituirlo por el Presidente del Congreso, a 
quien le toca constitucionalmente la sucesión en 
el cargo. Sin embargo, ellos mismos y sus allega-
dos han caído en contradicciones al repetir que el 
presidente ha sido derrocado, relevado de su 
cargo, inhabilitado o separado del mismo por in-
cumplir órdenes judiciales. El Decreto Legislativo 
estableció improbar la actuación del Presidente de 
la República y separarlo de su cargo. 
 

3. Espíritu de cuerpo versus intereses 
partidarios 

 
El Congreso Nacional ha asumido posiciones 
bastante homogéneas ante el golpe de Estado. 
Ha aparecido como un poder del Estado confron-
tado con otro poder del Estado, sin distinciones 
partidarias entre liberales y nacionalistas, aunque 
a nivel individual cada uno apuesta a sus propios 
intereses, como la distribución de cargos públicos 
en los siete meses que faltan para que el Presi-
dente Zelaya termine su período presidencial, y la 
distribución de cargos en el Congreso Nacional, 
una vez que inicie el próximo gobierno. Los na-
cionalistas apostaron al golpe confiando que esta 
crisis ahondaría las diferencias del partido Liberal 
y les haría perder las elecciones de noviembre. 
Los liberales apostaron al golpe pensando que el 
control del gobierno por siete meses les permitirá 
disponer de recursos públicos para financiar su 
campaña y ganar los comicios de noviembre. 
 

4. De candidato perdedor a presidente de 
facto 

 
La pérdida de las elecciones primarias de su par-
tido ante su opositor Elvin Santos, no fue un 
obstáculo para incorporarlo como socio menor en 
el proceso de golpe de Estado, porque esa alian-
za lo fortalecía frente al Presidente quien lucía 
aislado de su partido. El resentimiento generado 
como resultado de sus frustradas aspiraciones 
presidenciales por la vía legal, se vio compensado 
ante la posibilidad de ser presidente por la vía 
ilegal, como producto de un golpe de Estado.  
 

F. LAS DEBILIDADES GENERA-
DORAS DE LA CRISIS 

 

Es indudable que la crisis político-institucional que 
desembocó en el golpe de Estado del 28 de junio, 
tiene raíces en la estructura del sistema político y 

en sus debilidades para enfrentar adecuada-
mente los retos que supone la construcción de 
la democracia en nuestro país, entre las cuales 
podemos señalar las siguientes: 
 

1. Politización partidaria de las institu-
ciones 

 
Todas las instituciones del Estado son políticas 
por naturaleza, pero imprimirle un sello partida-
rio excluyente, subordinado e irrespetuoso, 
traspasa los límites de lo aceptable y se con-
vierte en una debilidad que puede convertirse 
en una amenaza para el fortalecimiento de-
mocrático. La falta de independencia y la limi-
tación de la autonomía para desempeñarse 
frente a la ciudadanía se convierte en una 
fuerte debilidad que ha aflorado en esta crisis 
con dimensiones tan grandes que deben moti-
var a una profunda reflexión. 
 

2. Candidatura presidencial de los 
Presidentes del Poder Legislativo 

 
En los últimos años se ha observado una cre-
ciente tendencia a la confrontación entre los 
poderes Legislativo y Ejecutivo, particularmen-
te en los dos últimos años de gobierno, cuando 
comienzan a definirse los precandidatos y 
candidatos a la Presidencia de la República. 
Un factor explicativo clave es el lanzamiento 
de las candidaturas presidenciales de los pre-
sidentes del Congreso Nacional que lleva al 
parlamento a poner distancia ante el poder 
Ejecutivo e inclusive confrontarlo, para obtener 
una mayor aceptación popular o para comen-
zar a ejercer el poder antes de obtenerlo. En 
años pasados se realizó una reforma encami-
nada a impedir que este tipo de candidaturas 
se pudieran lanzar sin antes haber renunciado 
a su cargo, pero la misma politización de las 
instituciones, en particular del Sistema Judicial, 
ha hecho que los dos últimos presidentes de 
ese poder del Estado hayan lanzado sus can-
didaturas a pesar de la prohibición derivada de 
una reforma constitucional. 
 

3. Incapacidad política para lograr 
acuerdos 

 
De manera creciente se ha observado la inca-
pacidad política para articular consensos y 
alcanzar acuerdos, característica que libró en 
el pasado a nuestro país de los enfrentamien-
tos bélicos que se produjeron en otros países 
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de Centroamérica. Esta tendencia ha llegado a su 
máxima expresión en la crisis que condujo al ac-
tual golpe de Estado, situación que pudo evitarse 
si hubiera existido voluntad política para ceder en 
las dos partes en conflicto, mayor disposición a la 
negociación y mejor preparación para la solución 
pacífica de los conflictos. 
 

4. Recurrencia a poderes arbitrales 
 
Una gran debilidad del sistema político hondure-
ño, muy vinculada a la anterior, es la constante 
búsqueda de poderes arbitrales para solucionar 
los conflictos. La recurrencia a las Fuerzas Arma-
das es la actitud que lo ha caracterizado históri-
camente, aunque esta decisión ha terminado 
siempre, como ahora, en golpes de Estado, luego 
de otorgarles un protagonismo político que no les 
corresponde. Una nueva manifestación de esta 
tendencia se expresa en la recurrencia a las igle-
sias como factor mediador y arbitral, papel que 
tampoco les corresponde por la condición laica 
del Estado hondureño. En este proceso de polari-
zación y posterior golpe de Estado, las iglesias 
hondureñas, tanto la católica como las evangéli-
cas, no sólo fallaron en su papel mediador sino 
que se inclinaron por una de las fuerzas en con-
flicto, exacerbando los ánimos e intensificando la 
polarización. Esta tendencia es negativa porque le 
concede protagonismo político a dos instituciones 
que no deben tenerlo porque ocupan y deben 
ocupar espacios que no deben estar contamina-
dos por la política. 
 

5. Cultura de la intolerancia, el irrespeto y 
la confrontación 

 
Una característica relativamente nueva del siste-
ma político hondureño es la intolerancia a los que 
son y piensan diferente; el irrespeto al otro, inclui-
das las máximas autoridades de nuestro país; y la 
tendencia a convertir diálogos en confrontación. 
Esta situación se ha observado con mucha pre-
ocupación en la crisis actual tanto en el ámbito 
político como en el ámbito social. Llama la aten-
ción que la confrontación llegó al límite, provoca-
da y estimulada por los medios de comunicación 
de la alianza opositora, impregnando a la socie-
dad de lo que hasta ahora ha sido una caracterís-
tica de los medios de comunicación en general: 
ofensas, lenguaje soez, gritos, invasión de la pri-
vacidad, agresión, acusaciones infundadas. Todo 
ello se vio en este proceso, lo que imposibilita 

más la búsqueda de consensos y la solución 
pacífica de los conflictos. 
 

G. UN GOLPE AL PROCESO 
DEMOCRÁTICO 

 
Si no fuera por el drama provocado por el gol-
pe de Estado, la detención y expulsión del 
Presidente de la República, la represión de 
manifestantes, las violaciones a las garantías 
individuales y los controles a la libertad de 
expresión, provocaría hilaridad la forma en que 
los políticos hondureños definen la democra-
cia, el orden democrático y el fortalecimiento 
institucional. Mantienen el viejo concepto ideo-
logizado de democracia que colocaba a los 
militares como sus máximos defensores, con-
sideran orden democrático al castigo impuesto 
al Presidente de un poder del Estado por atre-
verse a desafiar al Congreso Nacional y de-
nominan fortalecimiento institucional a la rapi-
dez con que nombran a su sustituto y a su 
nuevo gabinete. La situación se volvería más 
hilarante si los escuchamos razonando sobre 
porqué lo sucedido no puede definirse como 
un golpe de Estado: no lo es, dicen, porque 
siguen existiendo los tres poderes, no se ha 
roto el orden constitucional y no hay militares 
al frente de las instituciones del Estado. 
 
Los políticos hondureños le han dado un fuerte 
golpe al proceso de construcción democrática 
que se ha venido gestando en los últimos 28 
años, demostrando intolerancia, irrespeto a la 
independencia de poderes, autoritarismo, igno-
rancia de los cambios que se han producido en 
el contexto internacional, ambiciones desme-
didas, subordinación a los grupos económicos 
y un profundo irrespeto al Estado de Derecho. 
 
Las Fuerzas Armadas se volvieron cómplices 
del rompimiento del orden constitucional y le 
provocaron un profundo daño a su imagen 
institucional, sustituyendo su condición profe-
sional, apolítica y no deliberante, por la condi-
ción peyorativa de gorilas con que se les co-
nocía hasta la década de los ochenta. Se su-
maron al juego de los protagonistas de la 
alianza político-económica y mediática, y se 
convirtieron en instrumento para que ellos 
lograran sus objetivos y se quedaran con la 
gloria, mientras la institución se quedaba con 
la ignominia. 
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Todas las personas, grupos y políticos tienen 
derecho a apoyar o rechazar sistemas ideológicos 
que caracterizan a los países de nuestro continen-
te;  a  lo  que  no  tienen  derecho  es  a  imponer su 
criterio particular como criterio general de la so-
ciedad, a impedir que un presidente termine su 
mandato constitucional porque no comparten con 
él sus simpatías personales con otros presidentes 
y a impedir que la ciudadanía sea consultada 
sobre cualquier tema, incluyendo la elaboración 
de una nueva Constitución. Manifestarse sobre 
estos y otros temas, es también un derecho de 
todos, pero expresar públicamente nuestras prefe-
rencias y gritarlas con toda la fuerza que poda-
mos, no nos hace superiores a los otros. 
 

 Consultar a la ciudadanía no puede ser 
nunca un acto ilegal: cuando los inte-
grantes de la alianza política-económica y 
mediática asuman el significado de esta 
frase, será un gran indicador de avance 
en cultura política democrática. 

 
 Reconocer y respetar la coexistencia 

de personas, partidos y países que son 
o piensan diferentes, será un gran indi-
cador de que las Fuerzas Armadas hon-
dureñas superaron su condición primitiva 
y atrasada. 

 
 Emitir una opinión no implica obligato-

riamente  estar a favor o en contra, 
cuando la sociedad hondureña asuma es-
te criterio, será un gran indicador de su 
capacidad para debatir y proponer. 
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EL GOLPE DE ESTADO EN HONDU-
RAS: CARACTERIZACIÓN, EVOLU-
CIÓN YPERSPECTIVAS. PARTE II. 

 
Por: Leticia Salomón 

3 de julio de 2009 
 

A. SE INTENSIFICA LA POLARI-
ZACIÓN 

 
El golpe de Estado producido en la madrugada 
del Domingo 28 de junio, ha ido evolucionando e 
incorporando nuevos elementos del contexto na-
cional e internacional. Los bandos confrontados 
afinan sus estrategias, reafirman sus posiciones, 
trabajan por su imagen y evalúan constantemente 
su situación. Ambos saben que el tiempo es im-
portante, que los plazos se vencen y que la situa-
ción debe resolverse en un tiempo muy corto. En 
lo interno ambos bandos miden sus fuerzas (em-
presarios, iglesias y medios, moviendo a sus em-
pleados y feligreses, y los otros sumando nuevas 
fuerzas sociales: maestros, mujeres, indígenas, y 
ONGs locales y regionales), mientras en el plano 
internacional el balance se inclina totalmente 
hacia uno de ellos, en este caso hacia el presi-
dente constitucional de la república. Estos días en 
que transcurre el plazo de la OEA, el bando del 
presidente constitucional reactiva juicios, gira 
órdenes de captura que no había ejecutado antes 
contra ex funcionarios y saca órdenes de captura 
con fechas anticipadas para sustentar las acusa-
ciones contra el presidente. 
 
Mientras el bando que apoya al presidente de 
facto intensifica las medidas de fuerza para con-
trolar las acciones de resistencia, prorrogando el 
toque de queda, suspendiendo garantías indivi-
duales por 72 horas y conteniendo a los manifes-
tantes que tratan de llegar a la capital, el bando 
del presidente constitucional capitaliza el rechazo 
ciudadano a la represión, aumenta sus apoyos 
internos con personas y organizaciones que le 
han cuestionado en su desempeño gubernamen-
tal o en su insistencia con la cuarta urna, y redefi-
ne su estrategia movilizadora, orientándola hacia 
las cabeceras de los departamentos del país, 
obligando a los manifestantes a romper los cercos 
militares/policiales, cruzando montes caminando, 
debido a los fuentes controles carreteros. 
 

Mientras el bando del primero protege a los 
manifestantes que apoyan al presidente de 
facto con acciones de limpieza de calles y 
resguardo directo realizadas por militares y 
policías, también reprime a los manifestantes 
que lo cuestionan, cierran el paso en las carre-
teras, disparan a las llantas a los vehículos 
que no se detienen y bajan de los autobuses 
urbanos e interurbanos a las personas que 
circulan por áreas de alto tráfico vehicular, 
para evitar que se concentren en manifesta-
ciones de apoyo al presidente constitucional. 
 
El bando del presidente de facto intensifica las 
denuncias de corrupción, injerencia chavista, 
violación a la constitución, narcotráfico, anar-
quía, desequilibrio mental del presidente y 
complicidad de sus allegados, esperando man-
tener el rechazo al retorno del presidente cons-
titucional con más fuerza que las exigencias de 
la OEA y de los países e instituciones que lo 
han exigido. 
 
El bando del presidente constitucional intenta 
abrir una brecha en el sistema judicial que se 
mantiene cerrado en torno al Presidente de 
facto, presentando una acción legal ante la 
Sala Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia, solicitando que, como medida caute-
lar, se ordene la repatriación inmediata del 
Presidente José Manuel Zelaya Rosales. Mien-
tras el Comisionado Nacional de los Derechos 
Humanos se mantiene firme en su adhesión al 
Presidente de facto (ha mantenido silencio 
personal e institucional ante la violación de las 
garantías constitucionales vinculadas al toque 
de queda y la represión de manifestantes), los 
organismos de derechos humanos civiles, 
CODEH y COFADEH, muestran un apoyo 
creciente al presidente constitucional. 
 
La estrategia del presidente de facto hacia el 
exterior no termina de definirse y no sólo no 
avanza sino que enfrenta numerosas compli-
caciones. Una de ellas está relacionada con el 
propio presidente de facto que no termina de 
darle coherencia a su discurso y legitimidad a 
su involucramiento en el golpe de Estado, ca-
yendo en numerosas contradicciones ante la 
prensa internacional. Otra de ellas se relaciona 
con el Canciller de facto que mira el mundo 
como una aldea y conserva una visión inade-
cuada  de  las  relaciones  internacionales;  final-
mente, el fracaso del llamado a embajadores 
clave para que se presenten en Tegucigalpa a 
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recibir instrucciones o destituirlos según el caso, 
pues hasta ahora únicamente ha recibido el res-
paldo incondicional del embajador de 
Honduras en Washington que afirma con gran 
certeza, sin haber estado en el país, que aquí no 
ha habido golpe de Estado y tampoco rompimien-
to del orden constitucional, apoyando con ello la 
posición del presidente de facto. Menos expuesto 
a la opinión pública, pero en el mismo plano, se 
encuentra el embajador de Honduras en Bruselas, 
quien es hijo del Comisionado Nacional de los 
Derechos Humanos. 
 

B. EL CONTEXTO NACIONAL 
 

1. Alteración del orden constitucional 
 
El bando del presidente de facto se ve en apuros 
para sostener que lo que pasó en Honduras el 
domingo 28 fue una simple y normal sustitución. 
No puede explicar porqué presentaron una su-
puesta renuncia del presidente constitucional con 
fecha del 25 y la aceptaron hasta el 28, y mucho 
menos porqué una orden de captura emitida por 
un magistrado de la corte, la dirigió por escrito al 
Jefe del Estado Mayor Conjunto el 26, cuando 
éste es un asunto exclusivamente policial, o expli-
car también porqué no canalizó esa orden al Se-
cretario de Defensa por ley. Mucho menos puede 
explicar porqué el Jefe del Estado Mayor Conjun-
to, en decisión colegiada de la Junta de Coman-
dantes, ejecutó la orden de arrestar a un supuesto 
delincuente, quien además era su superior jerár-
quico y, en lugar de entregarlo a los tribunales 
para que fuera juzgado, irrumpió en su casa, lo 
condujo contra su voluntad hacia la Fuerza Aérea 
y lo mandó a dejar a otro país. Lo interesante del 
caso es que cuando los periodistas extranjeros lo 
abordaron sobre algunas de estas inquietudes el 
presidente de facto dijo que no sabía nada al res-
pecto y los remitió a los que ordenaron y ejecuta-
ron el hecho, en abierta alusión al magistrado que 
firmó y al militar que ejecutó u ordenó hacerlo, 
que fue el Jefe del Estado Mayor Conjunto. 
 
Por más esfuerzos que hace el bando del presi-
dente de facto por estructurar una explicación 
mínimamente aceptable, asesorado por aboga-
dos, políticos de tradición golpista y militares acti-
vos y retirados, con una gran experiencia en estas 
actividades, no pueden explicar porqué se impidió 
que un presidente electo por mayoría de votos en 
las elecciones de 2005 terminara su período gu-
bernamental, si no existe en el país la figura del 

mandato revocatorio y tampoco esa facultad 
en el Congreso Nacional, y menos que se le 
haya seguido un juicio a la altura 
de su dignidad presidencial. 
 
El bando del presidente de facto ha insistido 
en afirmar que no se ha producido ningún gol-
pe de Estado y cita para ello una colección de 
razones, comparaciones y justificaciones que 
tratan de evadir lo obvio: que se violó la 
constitución de la república cuando lo con-
denaron (al exilio) sin el debido proceso, 
cuando se nombró a un sustituto en circuns-
tancias y condiciones dudosas, y cuando han 
realizado varias actividades igualmente violato-
rias, relacionadas con lo siguiente: estableci-
miento de un toque de queda que impide la 
libre circulación de la ciudadanía por cinco 
días y con posibilidades de prórroga; cierre de 
radios y canales de televisión afines al gobier-
no  constitucional;  restricciones  a  los  periodis-
tas para hablar del presidente constitucional (y 
ninguna para los que están en contra);  repre-
sión de las manifestaciones a favor del presi-
dente constitucional (y protección de las mani-
festaciones  a  favor  del  gobierno  de  facto); 
detención de las personas cercanas o afines al 
presidente constitucional (se mantienen en los 
cuarteles o se expulsan del país); aparecimien-
to del Jefe del Estado Mayor Conjunto al lado 
del Presidente defacto en concentraciones 
públicas, cuando existe un mandato constitu-
cional que establece que las Fuerzas Armadas 
son obedientes, apolíticas y no deliberantes. 
 

2. El sistema de justicia al servicio del 
golpe 

 
El sistema de justicia, fuertemente partidizado, 
se convirtió en un facilitador jurídico en todo 
el proceso del golpe. La situación se mantie-
ne en la actualidad y se ha podido observar la 
actitud que asumen sus máximos exponentes 
al ser entrevistados por cadenas nacionales e 
internacionales, en particular el presidente de 
la Corte Suprema de Justicia y el Fiscal Gene-
ral de la República, olvidando la presunción de 
inocencia y asumiendo la culpabilidad del pre-
sidente, sin haberlo sometido a un juicio trans-
parente, apegado a ley y sin sesgo político 
partidario.  
 

3. El involucramiento político-militar 
en el golpe 
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La actividad más intensa la mantienen el presi-
dente Constitucional en el ámbito internacional y, 
en el ámbito nacional, el presidente de facto, las 
Fuerzas Armadas, la Policía, el Fiscal General de 
la República y el Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia. Todos los otros actores políticos han 
pasado a asumir un papel de observadores aten-
tos del proceso, siempre listos a brindar el apoyo. 
Es el caso del Congreso Nacional, la Procuraduría 
General de la República y el Comisionado Gene-
ral de los Derechos Humanos. 
 

4. El involucramiento económico-
religioso y mediático en el apoyo 

 
Los empresarios mantienen un apoyo activo, sa-
biendo que los días cercanos a la decisión de la 
OEA son fundamentales para ganar cierto espacio 
en el ámbito internacional; por ello movilizan a sus 
empleados para que participen en las manifesta-
ciones públicas, organizan las mismas y financian 
parcialmente los costos. Las iglesias aseguran el 
resguardo militar y policial, elaboran algunas con-
signas y movilizan a sus feligreses. Los medios 
continúan con una defensa cerrada del golpe de 
Estado, con excepción de Diario Tiempo y Radio 
Progreso en el norte del país; los medios menores 
se han abierto un poco pero siguen posicionados 
al lado del presidente de facto, lo que hace que se 
mantenga el nivel de desinformación sobre lo que 
ocurre con las manifestaciones en 
favor del presidente constitucional. El internet 
facilita la comunicación nacional e internacional 
que ha permitido conocer lo que ocurre en el inter-
ior del país, y los pronunciamientos y adhesiones 
de personas, grupos e instituciones que rápida-
mente se difunden a todos sus contactos. 
 

5. Organización del gobierno defacto y 
distribución de cuotas de poder 

 
De manera lenta pero precisa se va organizando 
el gobierno de facto y se van distribuyendo cuotas 
a los participantes en el proceso golpista, inclui-
dos los militares retirados, lo cual debe llamar la 
atención hacia una posible remilitarización del 
Estado, esta vez con militares retirados ocupando 
puestos clave vinculados a la seguridad nacional, 
mismos que hasta ahora estado en manos civiles. 
Un mensaje peligroso ha sido enviado con el 
nombramiento de un ex oficial de inteligencia en 
la Dirección de Migración, existiendo la expectati-
va de que también sean colocados en otros car-
gos clave como Marina Mercante y Empresa Na-
cional Portuaria. 

 
6. Manipulación de la opinión pública 

 
Las manifestaciones a favor del presidente de 
facto se encuentran impregnadas de ataques 
frontales con mensajes subliminales: los ata-
ques vienen de los políticos, empresarios y 
medios de comunicación (intromisión de 
Chávez, irrespeto a la legalidad, calificativos 
de provocador y farsante) y los mensajes 
(Dios, paz, democracia, diálogo, estabilidad 
orden, patria y no violencia) además de cami-
sas blancas, banderas de Honduras, entona-
ción del himno nacional, revelan una marcada 
influencia religiosa (de hecho, las cúpulas de 
las iglesias católica y evangélica se inclinaron 
por el golpe de Estado y se han constituido en 
un factor clave, junto a los empresarios, en la 
movilización de manifestantes). Un hecho inte-
resante de destacar es que gradualmente van 
cambiando el sujeto/objeto de la movilización. 
De apoyar a Micheletti han pasado a “apoyar a 
la democracia” en un  intento de despersonali-
zar la adhesión a la causa golpista, tratando de 
mantener un esfuerzo integrador que incluya a 
todas las preferencias religiosas y respete las 
preferencias partidarias de los manifestantes, 
lo que combina muy bien con el papel de los 
medios de comunicación y lo que afirma el 
presidente de facto cuando finaliza sus inter-
venciones públicas  diciendo:  “¡Dios  está  con 
nosotros!”. 
 

C. EL CONTEXTO INTERNA-
CIONAL 

 

1. El rechazo al golpe 
 
El rechazo a la alteración del orden constitu-
cional en Honduras por parte de países y or-
ganismos regionales e internacionales, ha sido 
fundamental en este momento. Es claro para 
todos que el elemento aglutinador de la diver-
sidad ha sido el repudio a una práctica del 
pasado que reaparece como amenaza a los 
procesos democráticos que se construyen en 
nuestro continente, con dificultad pero con 
firmeza. Personas y organizaciones académi-
cas, gremiales y de derechos humanos han 
sumado su voz de protesta y han condenado 
el golpe de Estado del pasado 28 de junio. La 
ocasión constituye una gran prueba para co-
nocer y valorar el nivel de compromiso interna-
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cional con la estabilidad de gobiernos legítima-
mente constituidos. El mensaje ha sido (y debe 
ser) claro, no sólo para los militares que se han 
mantenido siempre como espectadores descon-
fiados de procesos democráticos que no terminan 
de comprender, sino también para los políticos 
que se enfrascan en rivalidades intra e interparti-
darias que socavan su legitimidad y la de las insti-
tuciones en las que se insertan. 
 

2. La ideologización del golpe en el con-
texto internacional 

 
a. El papel de los Estados Unidos 

Desconfianza, recelo y muchas dudas relaciona-
das con el pasado autoritario, hacen que se gene-
re una suspicacia, a veces extrema, en relación al 
papel de los Estados Unidos en el reciente golpe 
de Estado. La tradicional subordinación de las 
Fuerzas Armadas a los intereses estadouniden-
ses y al papel que juegan o han jugado los emba-
jadores norteamericanos para dirimir conflictos 
políticos o sociales en el ámbito interno, son de 
sobra conocidos en nuestro país y en nuestra 
América. De ahí la importancia del papel que 
asuma los Estados Unidos ante el golpe de Esta-
do producido, sabiendo que se encuentra en una 
situación un tanto incómoda: evidenciar que lo 
sabían y que no pudieron hacer nada para impe-
dirlo (porque no fueron capaces de controlar a sus 
socios en una aventura golpista), argumento con 
muy poca credibilidad, o que sabían de la decisión 
y no quisieron hacer nada, (porque hicieron una 
lectura inadecuada de los hechos y circunstan-
cias, o porque quisieron probar el rumbo que se-
guirían los acontecimientos), argumento con más 
credibilidad que el anterior, si lo relacionamos con 
algunos hechos que pudieron influir en esta deci-
sión, como la antipatía mutua entre el presidente y 
los diputados del Congreso Nacional, el rechazo 
de los empresarios al presidente por sus “excesos 
sociales”,  incomodidad con el estilo presidencial 
de decir y hacer las cosas (confrontativo, burlón, 
imprudente, franco, directo) y desconfianza propia 
hacia el acercamiento público entre Zelaya y 
Chávez. Lo curioso del caso es que al presidente 
constitucional solamente le faltan siete meses 
para terminar su período gubernamental, ninguno 
de los candidatos presidenciales con posibilidades 
de triunfo tiene inclinaciones izquierdistas, ni mu-
cho menos, y que no existía ninguna amenaza 
real de que el presidente convocara a una 
asamblea nacional constituyente (hasta los 
hechos invalidan esta amenaza, pero es tan irriso-

rio que es casi imposible de creer: apoyar (si o 
no) la colocación de una cuarta urna en las 
elecciones generales de noviembre, para votar 
por la instalación de una Asamblea Nacional 
Constituyente que revisara y creara una nueva 
Constitución de la República. Crearla sería una 
potestad del Congreso Nacional y nunca del 
Presidente de la República porque no tiene 
esas atribuciones). 

 

b. El papel de Chávez 
La manipulación creada en el interior del país 
en relación a viejos fantasmas ideológicos 
(Democracia/Comunismo), influyendo en la 
opinión pública a través de las iglesias y los 
medios de comunicación, están contribuyendo 
a polarizar aún más a la sociedad hondureña. 
En la confrontación van apareciendo consig-
nas de los defensores y los detractores de 
Chávez, lo cual tiende a minimizar el aspecto 
clave del golpe de Estado que fue y sigue 
siendo la violación de la Constitución de la 
República, desde el momento en que la Corte 
Suprema de Justicia ordena capturar al presi-
dente constitucional sin haber iniciado y des-
arrollado un juicio, situación agudizada por las 
Fuerzas Armadas que ejecutan la orden y de-
ciden, de acuerdo a un poder arbitral totalmen-
te deformado, que lo más beneficioso para el 
Estado era su expulsión del país. 
 
Asumir estos mismos criterios e insertar el 
golpe de Estado en el contexto de diferencias 
ideológicas que se observan en nuestro conti-
nente, es un error que tiende, como siempre, a 
minimizar las causas internas y a forzar salidas 
que involucren a otros países y otras ideolog-
ías. El golpe de Estado en Honduras debe 
motivar a los estudiosos del tema a realizar 
análisis profundos, responsables e integrado-
res que incorporen los elementos que han 
aflorado y estallado en Honduras, y que pue-
den ocurrir en otros países del continente, 
considerando, por supuesto, las diferencias 
que se dan en sus respectivos procesos de 
desarrollo democrático. Así como en Honduras 
el dilema entre los que están a favor o en con-
tra del presidente constitucional ha ido cedien-
do ante el posicionamiento entre los que están 
a favor y los que están en contra del golpe de 
Estado, de la misma manera los estudiosos y 
analistas internacionales deben extremar su 
cuidado para no insertar el tema del golpe de 
Estado en Honduras en un contexto ideológico 
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polarizado entre los que están con Chávez y los 
que están con Estados Unidos, porque desviarían 
la atención entre un hecho real y un hecho posi-
ble, añorado por unos y manipulado por otros. 

 
D. ELEMENTOS CLAVE EN LA 

SOLUCIÓN DEL CONFLICTO 
 
Hay tres aspectos clave que tienen que enfrentar-
se para encontrar una solución al conflicto expre-
sado a través del golpe de Estado: a) Restitución 
del presidente constitucional en su cargo, b) De-
ducción de responsabilidades a todos los que 
violaron la ley y c) Acuerdo para crear una nueva 
constitución. Ningún otro tema es central para 
solucionar la crisis porque las elecciones de no-
viembre nunca han estado en riesgo y el acerca-
miento del presidente constitucional con Chávez 
no constituye una amenaza para el país. 
 

 Restitución del Presidente constitucio-
nal en su cargo 

 
Este hecho será fundamental para la estabilidad 
política y social del país y para garantizar el desa-
rrollo normal de las elecciones generales en no-
viembre próximo. Igualmente, para impedir que 
otro presidente se vea expuesto en el futuro a la 
interferencia de otros poderes del Estado que le 
imposibiliten terminar el período gubernamental 
para el cual fue electo. Lo anterior debe ser inde-
pendiente de a) la cantidad de personas que lo 
aclame (no está obligado a demostrar popularidad 
porque ya la demostró en las elecciones de no-
viembre de 2005), b) la opinión de personas o 
grupos sobre la calidad de su gestión (no existe 
en el país el mandato revocatorio), c) la cantidad 
de acusaciones que le hagan (si están legalmente 
sustentadas debe enfrentarlas en juicio) d) la anti-
patía que le tengan los políticos, empresarios o 
líderes religiosos, e) la culpa que haya tenido en 
la polarización del conflicto (de la misma manera 
en que se rechaza el escote de un vestido como 
causa de una violación) y g) la antipatía que le 
tenga la Junta de Comandantes. 
 

 Deducción de responsabilidades a to-
dos los que violaron la ley 

Esto incluye a) al presidente de la república, quien 
una vez restituido en su cargo deberá enfrentar 
las acusaciones que le han hecho y ante las cua-
les no le han dado oportunidad de defenderse. 
Dada la politización partidaria de la Corte Supre-
ma de Justicia y el antecedente de que han verti-

do opiniones sobre el acusado al que deberán 
juzgar, hechos que no garantizan un juicio 
justo, deberá asegurarse la participación de 
jueces internacionales; b)  iniciar  juicios  contra 
el magistrado de la Corte Suprema de Justicia 
que firmó la orden de captura contra el Presi-
dente de la República, sin el respeto al debido 
proceso c) contra el Fiscal General de la Re-
pública, que solicitó la orden de captura y evi-
denció juicios en contra del acusado d) contra 
la Junta de Comandantes que acató una orden 
irregular y cometió el delito de expulsar del 
territorio hondureño por la fuerza a un ciuda-
dano de este país quien además era su Co-
mandante en jefe y e) contra el entonces pre-
sidente del Congreso Nacional y actual presi-
dente de facto, por falsificación de documentos 
públicos para alterar el orden constitucional, 
como la supuesta carta de renuncia del presi-
dente constitucional de la República. Un juicio 
público deberá hacerse a) contra los operado-
res de justicia (Corte Suprema de Justicia, 
Ministerio Público y Policía) por atentar contra 
el Estado de Derecho y contribuir al rompi-
miento del orden constitucional, b) contra el 
Congreso Nacional por su contribución activa 
en el rompimiento de ese orden, c) contra los 
partidos políticos, como instituciones que 
guardaron silencio cómplice ante lo que hacían 
sus militantes en todos los poderes del Estado, 
situación que apenas se está rompiendo por 
dos partidos pequeños, PINU y UD, y d) contra 
los oficiales y soldados que reprimieron con 
exceso de fuerza a los manifestantes que apo-
yaban al presidente constitucional. 
 

 Acuerdo para crear una nueva 
Constitución 

 
Dado que el detonante del golpe de Estado se 
relaciona con la consulta ciudadana encami-
nada a crear una nueva constitución, situación 
que subyace en la necesidad de que la ciuda-
danía participe en la toma de decisiones sobre 
los grandes temas nacionales, se vuelve nece-
sario diseñar un mecanismo legal para que, a 
futuro, no vuelvan a perseguir a un presidente 
o un ciudadano que plantee la necesidad de 
cambiarla. Esto es importante por el vacío 
jurídico que tiene la constitución de 1982, que 
no previó mecanismos legales para la creación 
de una Asamblea Nacional Constituyente cuya 
misión exclusiva sea crear una nueva constitu-
ción sin que el proceso vaya precedido por un 
golpe de Estado. 
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E. TAREAS PENDIENTES 
 

1. EN EL CORTO PLAZO 
 

a. Aceptar la renuncia a la Junta de Coman-
dantes pues es comprensible que, a partir 
de lo sucedido, se imposibilita cualquier 
relación jerárquica del presidente consti-
tucional y Comandante en Jefe de las 
Fuerzas Armadas, con la cúpula militar. 
 

b. Desmilitarizar el país y las instituciones. 
Los militares deben literalmente volver a 
sus cuarteles, para reafirmar un clima de 
tranquilidad que necesita urgentemente el 
país. 
 

c. Evaluar el papel de la Policía durante el 
Golpe de Estado: si fue para garantizar la 
seguridad pública para garantizar el man-
tenimiento de un gobierno de facto. 
 

d. Establecer un pacto por la despolitización 
partidaria del sistema de Justicia: elemen-
to clave para garantizar la seguridad jurí-
dica y recuperar confianza ante hondure-
ños y extranjeros.  
 

e. Aprobar mecanismos democráticos de 
participación ciudadana: el plebiscito y el 
referéndum a nivel nacional deben ser 
una puerta que asegure la participación y 
no un freno que limite su derecho a opi-
nar.  
 

f. Establecer mecanismos para garantizar la 
independencia de poderes. Para permitir 
que cada poder se dedique a sus funcio-
nes sin injerencia de otros poderes en 
ningún aspecto de su desempeño.  
 

g. Pacto político-social para la realización de 
elecciones generales sin confrontación, 
con propuestas y con visión de país. El 
sistema político-electoral debe recuperar 
legitimidad ante la ciudadanía y anticipar-
se al peligro de un desencanto político 
que se exprese en un fuerte abstencio-
nismo en las elecciones de noviembre. 
 

h. Institucionalizar mecanismos permanen-
tes de participación ciudadana en la eva-
luación del rumbo que sigue el país en 
cada gobierno. Para evitar que los conflic-

tos políticos y sociales lleguen al límite 
y dar la oportunidad a los dirigentes lo-
cales y nacionales que enmienden 
errores y atiendan las verdaderas ne-
cesidades de una agenda social. 

 
2. EN EL MEDIANO PLAZO 

 
a. Definir (recordar, precisar) el papel de 

las Fuerzas Armadas en la Democra-
cia. Para que civiles y militares conoz-
can el sentido real de la democracia y 
asuman su papel en aspectos clave 
del proceso de desarrollo democrático.  
 

b. Recuperar la condición laica del Esta-
do hondureño. El ámbito de las diver-
sas denominaciones religiosas no está 
en el ámbito público y no deben utili-
zarse como maquinarias de apoyo 
político de ningún tipo. Pueden jugar 
un papel fundamental para el desarro-
llo democrático en el ámbito privado, 
creando valores esenciales de la de-
mocracia como pluralismo, tolerancia y 
respeto a la diversidad, que tanto ne-
cesita nuestra sociedad.  
 

c. Realizar un diálogo ciudadano sobre el 
papel de los medios de comunicación 
en la democracia. Para recuperar la 
imagen de medios comprometidos con 
los intereses generales de la sociedad, 
con profesionalismo, objetividad y res-
peto a la ciudadanía y a las autorida-
des. 
 

d. Intensificar la capacitación en cultura 
política democrática. Para conocer 
más y mejor la Constitución de la Re-
pública, nuestros deberes y derechos 
como ciudadanos. Las universidades 
pueden jugar un papel fundamental en 
este tipo de tareas. 
 

e. Desarrollar programas de prevención y 
solución pacífica de conflictos. Para 
contar con equipos profesionales en 
los partidos, organizaciones sociales e 
instituciones del Estado y poder prever 
los conflictos políticos y sociales, y en-
contrarle soluciones pacíficas cuando 
estos hayan estallado. 
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EL GOLPE DE ESTADO EN HONDU-
RAS: EL CONTEXTO CRÍTICO DE LA 
DEMOCRACIA. PARTE III. 

 
Por: Leticia Salomón 

11 de julio de 2009 
 

Mientras la sociedad hondureña se debate entre 
los que están a favor y los que están en contra del 
retorno del presidente constitucional de la Re-
pública, se escuchan voces diferentes y hasta 
contradictorias, a nivel nacional e internacional, 
que claman por el respeto a la Constitución de la 
República y el restablecimiento de la paz y la de-
mocracia en nuestro país, luego del golpe de Es-
tado que sacudiera la vida nacional y el contexto 
internacional en los últimos días; inclusive, han 
llegado a plantear que la solución de la crisis polí-
tica de Honduras se soluciona adelantando las 
elecciones o, en último caso, haciendo que el 
gobierno de facto se mantenga hasta el día de las 
elecciones generales programadas para el último 
domingo de noviembre del presente año. El ante-
rior es un cuadro confuso porque mientras todos 
hablan de los mismos términos, le otorgan signifi-
cados diferentes: No es lo mismo que un empre-
sario, un jerarca de las iglesias del país o un Co-
misionado Nacional de los Derechos Humanos 
hable de democracia y respeto a la constitución, a 
que lo haga un sindicalista, un académico, un 
campesino o un defensor de los derechos huma-
nos. Cada quien utiliza los términos y los signifi-
cados de manera distinta y con propósitos distin-
tos, incluidos los que creen que la democracia es 
simplemente un asunto electoral. 
 
La crisis política asociada al golpe de Estado del 
domingo 28 de junio ha puesto en evidencia pro-
fundas grietas en el sistema político hondureño, 
una enmarañada red de relaciones cercanas y 
cuestionables entre políticos, cúpulas religiosas, 
militares y empresarios, un sinnúmero de debili-
dades institucionales y una red de intereses per-
sonales disfrazados de intereses nacionales. 
También se han dado a conocer detalles que ex-
plican de mejor manera esa extraña asociación 
entre personas y grupos vinculados a la política, 
la religión, los medios de comunicación y la em-
presa privada, y comienzan a aflorar los síntomas 
evidentes de una democracia deteriorada y ame-
nazada por un Estado de Derecho en crisis, unos 
partidos políticos cada vez más deslegitimados y 

unos cuerpos represivos que han demostrado 
sus renovadas habilidades para enfrentar vie-
jos fantasmas y sacar provecho de las crisis 
provocadas por los civiles. 
  
Un cuadro lleno de informaciones y reaccio-
nes, difundido por diversos medios de comuni-
cación, nos presenta el siguiente escenario: 
una erogación presupuestaria de cien mil lem-
piras mensuales (un poco más de cinco mil 
dólares) otorgada al máximo jerarca de la igle-
sia católica por el ex presidente liberal Carlos 
Flores (2002-2006), una de las figuras señala-
das detrás del golpe de Estado, para atender 
necesidades del cardenalato en un Estado que  
supuestamente es laico desde fines del siglo 
XIX; rescate histórico de las declaraciones de 
un sacerdote obligado a salir de Honduras por 
la represión de los años ochenta, en las que 
señalaba al obispo de ese entonces y actual 
jerarca de  la  iglesia católica, de parecer  “más 
un coronel que un pastor”; una iniciativa de ley 
presentada y frustrada en 1985 en el Congreso 
Nacional, en la que se proponía convertir ese 
Congreso en una Asamblea Nacional Consti-
tuyente para prorrogar el gobierno del ex pre-
sidente liberal Roberto Suazo Córdova (1982-
1986), firmada, entre otros, por el actual presi-
dente de facto Roberto Micheletti Bain; difusión 
de la reforma constitucional del año 2003 (De-
creto legislativo 175-2003 de fecha 28 de oc-
tubre del 2003 y publicado en el Diario Oficial 
La Gaceta No. 30,269 de fecha 19 de diciem-
bre del 2003) con la cual se elimina la atribu-
ción del Congreso Nacional de declarar  “si ha 
lugar o no a formación de causa contra el pre-
sidente”,  misma  que  fue  aprobada  durante  el 
gobierno del Presidente nacionalista Ricardo 
Maduro (2002-2006), cuando fungía como 
presidente del Congreso Nacional el Sr. Porfi-
rio  “Pepe” Lobo,  actual  candidato presidencial 
por el opositor Partido Nacional; conocimiento 
de una circular de la Cámara de Comercio e 
Industria de Tegucigalpa, con fecha 25 de 
junio (fecha del primer intento de golpe de 
Estado), en la que pide a sus afiliados dona-
ciones de mil, dos mil y tres mil dólares, que 
serían deducibles del impuesto sobre la renta, 
las cuales se destinarían a la defensa de la 
democracia y la paz en Honduras.  
 
La prolongación de la situación de crisis deri-
vada del golpe de Estado permite la estabiliza-
ción precaria del gobierno del presidente de 
facto, aspecto que favorece a los golpistas, 
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pero también permite que afloren las contradic-
ciones y debilidades de los mismos, que crezca el 
rechazo interno y que se sumen personas y secto-
res que observan preocupados este peligroso 
retroceso en el avance del desarrollo democrático 
del país. Varios elementos clave se están posicio-
nando en el escenario político- social del país, lo 
que debe llamar a la reflexión sobre las conse-
cuencias del golpe de Estado en la vida nacional: 
 

a. Publicación y participación ciudadana ac-
tiva en el señalamiento de los diputados 
golpistas por departamento y por partido 
al que pertenecen, con el respectivo lla-
mado a no votar por su reelección en las 
elecciones de noviembre próximo y la re-
acción de algunos de ellos denunciando 
que no fueron convocados a la sesión del 
Congreso en la que se consumó el golpe 
de Estado, porque sabían de su oposición 
al mismo;  
 

b. Creciente fastidio ciudadano con la políti-
ca, lo que vaticina desde ahora el absten-
cionismo más grande en los 28 años de 
democracia electoral, situación que no pa-
rece preocupar a los políticos del país, 
porque están acostumbrados a manipular 
los resultados electorales e inflar los re-
sultados de uno y otro partido, previo 
acuerdo entre los mismos partidos políti-
cos tradicionales, a los cuales se ha su-
mado siempre el partido Demócrata Cris-
tiano de Honduras, para controlar y mane-
jar a su antojo el Tribunal Supremo Elec-
toral;   

 
c. Identificación creciente de los personajes 

que fraguaron el golpe de Estado y su se-
ñalamiento directo en las paredes de la 
capital y de las principales ciudades del 
país, y en la comunicación electrónica 
que no ha podido ser controlada por la 
alianza golpista;   

 
d. Señalamiento mutuo de periodistas a fa-

vor y en contra del golpe de Estado, pre-
cisando que la investigación a unos debe 
extenderse a la investigación de otros, pa-
ra ver de donde provienen sus grandes 
fortunas;  
 

e. Demanda creciente de investigar actos 
de corrupción y cuantiosas fortunas a 
todos los ex presidentes del país, due-
ños de medios de comunicación, em-
presarios y ex funcionarios de gobier-
nos anteriores, como respuesta a la 
investigación y persecución política del 
presidente constitucional y sus allega-
dos.  
 

f.  Creciente expresión de las diferencias 
existentes entre la cúpula de la iglesia 
católica, las diócesis y los sacerdotes, 
en virtud de las cuales, los más atrevi-
dos sacan pronunciamientos y partici-
pan en las marchas que condenan el 
golpe de Estado.  
 

g.  Cuestionamiento cada vez más gene-
ralizado sobre la necesidad de mante-
ner la existencia de las Fuerzas Arma-
das hondureñas, en particular de la 
fuerza ejército, señalando que para lo 
único que han servido en toda su his-
toria institucional es para defender los 
más fuertes intereses políticos y 
económicos, y para reprimir a la socie-
dad.  
 

h. Creciente señalamiento nacional e in-
ternacional al Comisionado Nacional 
de los Derechos Humanos por su po-
sición pública a favor de los golpistas y 
por su defensa de los militares cuando 
dispararon contra los manifestantes 
desarmados.  
 

i. Marginamiento y auto marginamiento 
de los candidatos presidenciales de los 
dos partidos tradicionales que apoyan 
el golpe de Estado, con relación al es-
cenario político nacional; un discurso 
ligero a favor de la democracia, la paz, 
el orden y el diálogo, y un alejamiento 
cada vez mayor de quienes decidirán 
su triunfo o fracaso en las elecciones 
de noviembre.  
 

j. Síntomas de quiebre de la férrea arti-
culación de la alianza política, econó-
mica, militar, mediática y eclesiástica, 
por presiones internas de los más 
afectados por la crisis económica y fi-
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nanciera derivada del golpe de Estado, 
entre los que se encuentran sectores vin-
culados al comercio, servicios turísticos 
(bares, restaurantes, agencias de viajes, 
hoteles) y bancos (crecen los rumores de 
retiros cuantiosos vinculados al congela-
miento de cuentas por parte del actual 
gobierno). Todo ello a pesar del intento de 
impedir que las diferencias partidarias, re-
ligiosas o sociales produzcan el quiebre 
de una alianza que es mantenida de for-
ma cada vez más precaria.  

 
Todo este cuadro político social, muchas veces 
confuso, incoherente e improvisado, anuncia una 
situación de peligro y crisis del contexto de la 
democracia hondureña. En el plano internacional 
continúan los debates acerca de la responsabili-
dad estadounidense en el golpe de Estado, divi-
diendo opiniones entre los que creen que fue una 
participación premeditada, sin aportar elementos 
de juicio que trasciendan la vieja polarización 
ideológica, muchas veces anquilosada y ahistóri-
ca, y los que la posicionan en la etapa posterior al 
golpe, entre los que perfilan al Presidente de los 
Estados Unidos y su Secretaria de Estado, por un 
lado, y, por otro, a la derecha republicana salpica-
da de personajes conservadores con raíces cuba-
nas y venezolanas. Estos nuevos actores de la 
coyuntura golpista, mantienen una clara identifi-
cación con los conservadores hondureños, parti-
cularmente con el partido Nacional de Honduras, 
cómplice del partido Liberal en su aventura golpis-
ta; plantean que la situación de la crisis hondure-
ña se resuelve adelantando las elecciones, en 
una salida oportunista que pretende capitalizar el 
golpe a favor del partido Nacional, cuyo candidato 
sería el seguro triunfador en esos comicios. El 
partido Liberal, fuertemente fraccionado en sus 
adhesiones políticas y tratando de ignorar el re-
chazo del voto ciudadano que le dio el triunfo al 
presidente Zelaya en las elecciones de 2005, se 
expone a una derrota electoral que no podrá re-
vertir su candidato en los pocos meses que faltan 
para las elecciones, pues su perfil golpista y pro-
fundamente conservador mantendrá alejando al 
voto independiente que es el que ha definido los 
triunfos electorales en los últimos años. La apues-
ta oportunista del partido Nacional por el adelanto 
de las elecciones generales, pone en peligro la 
aceptación ciudadana de su candidato, obtenida 
desde los meses anteriores al golpe, y se expone 
a una identificación negativa con los sectores más 
conservadores de su partido y los sectores con-
servadores de los Estados Unidos.  

 
La crisis política de Honduras, expresada en el 
golpe de Estado del 28 de junio, no se resuel-
ve adelantando las elecciones ni proclamando 
vencedor al candidato de uno u otro de los 
partidos golpistas, porque seguirían mante-
niéndose las amenazas a la estabilidad política 
que se abrieron con el golpe y que no se ce-
rrarán con un proceso electoral que desde ya 
se vislumbra deslucido, cuestionado y recha-
zado por un fuerte sector de la ciudadanía. Lo 
que parecen ignorar los partidos tradicionales 
y sus respectivos candidatos, es que para 
superar la legitimidad precaria derivada de un 
proceso electoral inserto en un golpe de Esta-
do, es que el candidato ganador tendrá que 
hacer concesiones a la alianza golpista y esto 
significa el otorgamiento de cuotas de poder a 
los militares, los diputados, la empresa privada 
y las cúpulas religiosas, para evitar un posible 
veto al desempeño presidencial y ahuyentar la 
posibilidad de un nuevo golpe de Estado.  
 
La solución a la crisis política derivada del 
golpe de Estado pasa y debe pasar por la res-
titución del presidente constitucional de la re-
pública y esto es necesario para la democracia 
hondureña, para la gobernabilidad política y 
social del país e, inclusive, para los mismos 
sectores de la alianza golpista que se resisten 
a valorar en su justa dimensión el contexto 
crítico de la democracia que dicen defender y 
que se expresa en los siguientes hechos: 
 

1. Presidentes sin seguridad de termi-
nar su gobierno 

 
Los que hoy se juntan para aplaudir la salida 
del presidente constitucional de la república, 
minimizando el hecho de que ningún poder del 
Estado puede atribuirse esa función que no 
está incluida en la Constitución de la Repúbli-
ca, mañana lamentarán que otro presidente de 
su simpatía se encuentre en la misma situa-
ción porque el golpe rompió los límites de con-
tención de las emociones e intereses persona-
les, grupales o partidarios, imperando la ley de 
la selva y no los preceptos de un auténtico 
Estado de Derecho. A partir de ahora, cuando 
un presidente sea juramentado en su cargo 
para un período de cuatro años, comenzarán 
las apuestas sobre el tiempo que durará en 
sus funciones, repitiendo la vieja historia gol-
pista de nuestro país cuando llegamos a tener 
hasta dos presidentes en un solo año. 
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2. Fuerzas Armadas con poder arbitral 
 
Al restablecer el viejo poder arbitral de las Fuer-
zas Armadas, se abrió la puerta de su politización 
y de su poder de veto sobre cualquier desempeño 
político y social que se salga de su concepción del 
orden, la seguridad y la democracia. A partir de 
ahora cobrarán fuerza los viejos fantasmas que 
tanto ayudaron a las Fuerzas Armadas hondure-
ñas a convertirse en centro del sistema político 
del país durante los casi diecinueve años que 
transcurrieron de 1963 a 1982, y de nuevo vol-
verán a militarse el Estado, la sociedad y la cultu-
ra política del país. La persecución ideológica, la 
intolerancia, el irrespeto de los militares al poder 
civil y la intromisión del Estado en la vida privada 
afectando los derechos y garantías individuales, 
serán apenas un indicio de lo que nos espera en 
el futuro cercano a todos los ciudadanos y ciuda-
danas de este país, incluidos los que desconocen 
la historia cercana y que hoy marchan de blanco 
clamando por la democracia y declarando héroe 
nacional a un militar. 
 

3. El Congreso Nacional como amenaza a 
la estabilidad política 

 
El Congreso Nacional se ha caracterizado por su 
escasa transparencia en el uso de los recursos 
públicos, por un reglamento interno que concentra 
un poder autoritario en su presidente, una ausen-
cia de rendición de cuentas sobre su desempeño 
y por ser un poder paralelo que se origina en el 
lanzamiento de sus presidentes a la competencia 
electoral por la presidencia de la república, a pe-
sar de una reforma constitucional que les prohíbe 
hacerlo mientras ostenten el cargo. La manipula-
ción partidaria del sistema de justicia ha hecho 
que dos protagonistas de la actual coyuntura gol-
pista hayan lanzado sus candidaturas presiden-
ciales en ese contexto: a) el Sr. Porfirio  “Pepe” 
Lobo Sosa, actual candidato presidencial por el 
partido Nacional, quien logró ganar las elecciones 
primarias de su partido en el 2004 y perdió las 
generales ante el candidato liberal José Manuel 
Zelaya Rosales en el 2005, y b) el Sr. Roberto 
Micheletti Bain, quien no pudo ganar las eleccio-
nes primarias de su partido en el 2008. El año 
más crítico de la confrontación de los poderes 
Legislativo y Ejecutivo es siempre el último de 
cada gobierno, debido a que en él se definen las 
adhesiones de los diputados a los candidatos de 
sus partidos y a la utilización electoral de los re-
cursos que maneja ese poder del Estado, sujeto a 
la discrecionalidad de su presidente. A partir de 

ahora, presidente de la república que se atreva 
a pelear el presupuesto del poder Ejecutivo en 
su último año y evitar la adjudicación de pre-
supuesto nacional para el financiamiento de 
campañas electorales desde el poder legislati-
vo, puede irse preparando para enfrentar otro 
golpe de Estado similar al que se produjo el 28 
de junio: El Congreso Nacional se ha converti-
do desde esa fecha en una verdadera amena-
za a la estabilidad política del país. 
 

4. Institucionalidad débil y con escaza 
credibilidad 

 
Una característica central de las instituciones 
estatales hondureñas, incluidas las del sistema 
de justicia, es el fuerte control que ejercen las 
cúpulas partidarias sobre su desempeño. Lo 
que en otros países más desarrollados se 
asume con una gran naturalidad (la indepen-
dencia institucional para tomar decisiones con 
estricto apego a la ley), en nuestro país consti-
tuye la excepción y se pierde la majestuosidad 
de la ley en los oscuros laberintos de la com-
ponenda política. De ahí la importancia parti-
daria que se da en el Congreso Nacional al 
nombramiento de las personas que dirigirán 
estas instancias clave, distribuyéndose las 
cuotas correspondientes, como en el caso de 
la Corte Suprema de Justicia cuyos magistra-
dos se reparten 8 a 7 los dos partidos tradicio-
nales y cuyo presidente corresponde al partido 
de gobierno, todo ello como producto de los 
acuerdos políticos que conduce el presidente 
del poder legislativo. Una situación similar se 
produce con el Tribunal Supremo Electoral, la 
Procuraduría General de la República, el Co-
misionado Nacional de los Derechos Humanos 
y el Tribunal Superior de Cuentas: todos ellos 
son nombrados por acuerdos políticos nego-
ciados directamente por el presidente de ese 
poder del Estado y los nombrados guardan 
una subordinación extrema a la cúpula de su 
partido, a su bancada en el Congreso y al pre-
sidente del mismo, a quien guardan lealtad 
hasta que llega su reemplazo. De ahí la inde-
fensión ciudadana (y en este caso del presi-
dente constitucional) ante una justicia que es 
manipulada por los dirigentes políticos y ante 
instituciones como esas, cuyos máximos re-
presentantes atienden velozmente los reque-
rimientos políticos de quienes los favorecieron 
con tales cargos, aunque estos contraríen los 
más elementales preceptos de un Estado de 
Derecho. 
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5. Sistema político desacreditado 

 
Honduras presenta un cuadro de deslegitimación 
creciente de los partidos políticos, instancias elec-
torales e instituciones del Estado. A la clásica 
incapacidad de éste para responder a las más 
elementales demandas sociales, se suman los 
vicios de la corrupción y la manipulación partidaria 
de las instituciones estatales, característica gene-
ral de los partidos Liberal y Nacional, y de los 
partidos minoritarios que aprendieron rápidamente 
de los vicios y deformaciones de aquellos. Los 
partidos políticos del país se han ido desdibujando 
ideológicamente y hoy se presentan sin mayores 
diferencias entre sí, al grado que, en momento de 
crisis como la golpista, tienden a identificarse y 
aparecer ante la ciudadanía como un solo partido 
conservador. El más afectado con este proceso 
ha sido el partido Liberal, otrora líder de reformas 
sustanciales y protagonista de los mejores avan-
ces en la subordinación de los militares al poder 
civil. Sus más connotados representantes dieron 
rienda suelta a sus intereses personales y grupa-
les, se asociaron al partido Nacional para derrocar 
a un presidente constitucional, de un solo golpe 
hicieron retroceder al país a la oscura década de 
los ochenta y tiraron por la borda importantes 
avances realizados en estos veintisiete años de 
transición y construcción democrática. Actualmen-
te existe en sectores crecientes de la ciudadanía 
un fuerte desencanto político que todavía no llega 
a convertirse en desencanto democrático, pero 
hay que reconocer que los partidos políticos, par-
ticularmente los tradicionales, realizan su mejor 
esfuerzo para lograrlo. 
 

6. La empresa privada con poder de veto 
sobre el Poder Ejecutivo 

 
Por todos es conocido el cuestionamiento crecien-
te de los empresarios a los políticos de oficio, a 
quienes acusan de incapaces de enfrentar los 
retos que plantea el desarrollo económico, parti-
cularmente el apoyo que el Estado debe propor-
cionar a los grupos empresariales que siempre 
han vivido bajo su tutela y protección. Su visión 
instrumental de los gobiernos les ha llevado a 
financiar campañas electorales de candidatos 
presidenciales, diputados y alcaldes liberales y 
nacionalistas, con el propósito de contar con ellos 
para obtener contratos del Estado, introducir le-
yes, reformarlas o suprimirlas, de acuerdo a sus 
intereses particulares. La situación ha ido evolu-
cionando hasta negociar la colocación de sus 

hombres de confianza en puestos clave del 
Estado e inclusive, a lanzar sus propias candi-
daturas y las de sus familiares, para superar la 
barrera de las intermediaciones y llegar a con-
trolar directamente el rumbo del Estado. Los 
empresarios hondureños se disputan los favo-
res oficiales para obtener beneficios directos e 
indirectos, negocian apoyos electorales a 
cambio de una mayor cuota de poder para 
intervenir en las grandes decisiones públicas y 
cuando sienten que no logran controlar todo lo 
que han controlado en los anteriores gobier-
nos, arman complots, propician alianzas inter-
sectoriales, financian manifestaciones y acu-
den a los viejos fantasmas y sus viejos instru-
mentos (las Fuerzas Armadas) para romper un 
orden constitucional que sólo es bueno cuando 
beneficia sus intereses corporativos. En rela-
ción a la crisis que degeneró en golpe de Es-
tado, sectores incómodos con el gobierno, 
como los vinculados a los combustibles, corte 
y comercialización de madera, y productores 
de harina y pan, sumaron su descontento por 
los controles crecientes que limitaban sus in-
gresos y obstaculizaban su impunidad para 
afectar los intereses nacionales, y se unieron a 
los señores de la industria que, con excepción 
de las maquilas, se vieron afectados por el 
incremento al salario mínimo, decretado por el 
gobierno ante la incapacidad empresarial de 
negociarlo con los sindicalistas y la Secretaría 
del Trabajo. Los empresarios hondureños apa-
recen en el escenario político como golpistas y 
se evidencian ante la sociedad con un poder 
de veto sobre los presidentes que se atrevan a 
señalarlos, limitarlos y contrariarlos. Para con-
seguir sus propósitos acudirán a todos los 
fantasmas que puedan capitalizar apoyos, 
movilizar creyentes y destituir presidentes, aún 
sabiendo que son sólo eso: fantasmas cuya 
sombra asusta, aglutina y radicaliza a una 
ciudadanía desinformada, sin cultura política 
democrática y sumamente vulnerable ante 
quienes controlan y manipulan organizaciones 
socializadoras clave como las iglesias y los 
medios de comunicación. 
 

7. Comisionado de los Derechos 
Humanos golpista 

 
Uno de los avances más notables de este per-
íodo de construcción democrática fue la crea-
ción de la figura del Ombudsman hondureño, 
conocida con el nombre de Comisionado Na-
cional de los Derechos Humanos. Durante 
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muchos años llenó el vacío institucional de una 
instancia estatal que se encargara de velar por la 
protección de los derechos humanos y comple-
mentara los esfuerzos que desde la sociedad civil 
realizaban organismos defensores de los dere-
chos humanos como CODEH, COFADEH, 
CPTRT y CIPRODEH. El primer período del ac-
tual Comisionado estuvo lleno de autoritarismo, 
confrontación y deformación del papel del Om-
budsman en relación al tratamiento de las viola-
ciones a los derechos humanos, situación que 
empeoró con su reelección legislativa, producto 
de cabildeos y negociaciones con los diversos 
partidos políticos, en particular con el entonces 
presidente del Congreso Nacional Roberto Miche-
letti Bain, a quien el Comisionado le debe su re-
elección. Su confrontación con el poder Ejecutivo 
fue evidente desde el inicio, al grado que no ex-
trañó a nadie su posicionamiento al lado de la 
alianza golpista. Esta situación, inusual en la vida 
política del país, y de cualquier otro, deja a la 
ciudadanía hondureña en una total indefensión 
por la anulación de esta instancia estatal llamada 
a ser la garante de la defensa de los derechos 
humanos de cualquier persona en nuestro país. 
De nuevo la politización partidaria de las instan-
cias estatales las utiliza, manipula y neutraliza, en 
perjuicio de la ciudadanía. 
 

8. Cúpula religiosa abiertamente politiza-
da 

 
Desde hace varios años se observa un involucra-
miento creciente de las iglesias en la vida pública 
del país, que va desde el aparecimiento de pasto-
res evangélicos como candidatos a diputados, 
hasta insólitas pretensiones legislativas de dedi-
car unos minutos de la jornada escolar pública a 
la lectura y discusión de la biblia, pasando por las 
conocidas invocaciones a Dios en los actos oficia-
les, prácticas religiosas en instituciones del Esta-
do y construcción de capillas e iglesias en las 
Secretarías de Defensa y de Seguridad. La pre-
sencia de los jerarcas de la iglesia católica ha sido 
menos evidente pero más persistente, eviden-
ciando una articulación estrecha entre el poder 
político y la cúpula religiosa. A su principal iglesia 
acuden los recién nombrados presidentes consti-
tucionales de la república, a rendir honores a la 
virgen de Suyapa, oficialmente nombrada capita-
na de Honduras, como un rezago de la histórica 
vinculación entre los militares y la iglesia. Los 
pastores evangélicos han intentado manipular a 
sus feligreses en las preferencias electorales, 
convirtiendo sus centros de reunión, canales y 

radios, en lugares de presentaciones de pro-
gramas de gobierno, con las respectivas invo-
caciones a Dios y la consecuente clericaliza-
ción del discurso político. En la coyuntura gol-
pista, el papel de las iglesias católica y 
evangélica ha estado claramente definido en 
contra del presidente constitucional, para lo 
cual se han valido de la utilización maniquea 
del bien y el mal, Dios y el diablo, comunismo 
y democracia. La influencia de los pastores y 
de la jerarquía católica en sus feligreses ha 
alimentado la polarización social, la confronta-
ción entre ricos y pobres, y ha llevado al límite 
la idea de paz, democracia, orden y seguridad, 
atribuyéndose el monopolio de la verdad y la 
capacidad para juzgar como enemigos a los 
que piensan diferente. La intromisión de las 
iglesias en el ámbito público representa una 
amenaza directa a la democracia y una peli-
grosa manipulación de la fe religiosa para apo-
yar a los candidatos de su preferencia, cues-
tionar a los otros e ir construyendo una base 
de legitimidad para lanzar sus propias candida-
turas políticas, en el caso de los evangélicos, 
y, en el caso de la jerarquía católica, para ga-
nar privilegios, beneficios económicos y forta-
lecer su poder arbitral ante los partidos políti-
cos. Estos, a su vez, desconocen las raíces 
históricas que separaron a la iglesia del Estado 
a fines del siglo XIX, ignoran los límites que les 
impone un Estado laico y tratan de capitalizar 
las preferencias políticas de pastores y sacer-
dotes para obtener la legitimidad que tanto 
necesitan. La polarización social estimulada 
desde las iglesias ha impregnado de intoleran-
cia la vida cotidiana y saturado los espacios 
religiosos de mensajes políticos que acercan 
peligrosamente las iglesias a un mundo de 
conflictos, confrontación y luchas que pertene-
cen al ámbito público y no al ámbito privado de 
la religión. 
 

9. Polarización y manipulación de los 
medios de comunicación 

 
El periodismo hondureño ha dejado de lado el 
profesionalismo que clama la objetividad de la 
noticia y la consecuente separación de inter-
eses entre el que informa y el que es sujeto de 
información, entre el periodista y el Estado, y, 
al igual que las iglesias, se van acercando 
tanto que se convierten en voceros de quien 
les paga y detractores de los opositores del 
que les paga. La situación se vuelve compleja 
desde el momento en que reciben un beneficio 
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económico para que defiendan al gobierno o una 
orden de los dueños de medios para que lo ata-
quen. No se trata de evadir el tema diciendo que 
los medios no regalan la publicidad, el punto críti-
co es que se deja de pagar la información y se 
paga al periodista para que hable a favor o en 
contra del pagador. La polarización de los medios 
de comunicación entre los que defendían y de-
fienden al gobierno del presidente constitucional y 
aquellos que apoyaron y apoyan el golpe de Es-
tado, puso en evidencia la crisis en que se en-
cuentran los medios de comunicación para infor-
mar objetivamente sobre lo que ocurre en el país 
y atender el derecho ciudadano a ser informado 
con responsabilidad, objetividad y respeto. De lo 
anterior se salvan unos pocos periodistas que se 
mantienen fieles a la verdad, la objetividad y el 
profesionalismo, pero hasta ellos sucumben a la 
polarización del país y les cuesta diferenciar entre 
lo que es defender a una persona y defender la 
institucionalidad. El derecho de los periodistas a 
informar, oscurecido por su derecho particular a 
opinar, debe complementarse con el derecho de 
la ciudadanía a ser informada con la verdad, aun-
que ésta incomode a los que se encuentran en el 
poder. 
 

10. Una sociedad fuertemente dividida 
 
Uno de los saldos más negativos del golpe de 
Estado del 28 de junio es la polarización extrema 
de la sociedad entre los que están a favor y los 
que están en contra del mismo. La polarización 
partidaria, mediática y religiosa ha impregnado la 
vida cotidiana y obligado a los más cautelosos a 
guardar silencio y posicionarse en uno u otro ex-
tremo, cuando no les queda otra alternativa. La 
polarización se expresa también en los sectores 
que apoyan el golpe (los perfumados, según el 
criterio popular) y los que lo cuestionan (la chus-
ma, según los otros) y va dando lugar a una nue-
va polarización (ricos y pobres) que desplaza a 
las polarizaciones más conocidas y mejor mane-
jadas por la sociedad (liberales y nacionalistas, 
católicos y evangélicos, nacionales y extranjeros, 
jóvenes y mayores, motaguas y olimpistas). La 
polarización social, fuertemente estimulada desde 
los medios de comunicación y las iglesias, consti-
tuye una profunda grieta en la vida democrática 
porque ha socavado valores esenciales de la de-
mocracia como el pluralismo, la tolerancia, la soli-
daridad y el respeto a la diversidad. Reconstruir la 
cohesión social es una tarea urgente para el país 
que pasa por la exigencia de cuentas a los que 
propiciaron esta situación, el rechazo al autorita-

rismo manifiesto en los golpistas y la reflexión 
sobre el papel negativo que han jugado en 
este proceso todos los que provocaron, propi-
ciaron y estimularon la confrontación, para 
construir colectivamente la memoria histórica y 
sacar las lecciones que nos ha dejado a todos 
esta experiencia golpista. 
 
Reflexión final 
 
Si después de evaluar el contexto crítico en 
que se debate nuestra democracia con los 
aspectos que han sido señalados, alguien se 
atreve a decir -y otros a escuchar- que la crisis 
golpista se solucionará anticipando las elec-
ciones generales, podemos irnos preparando, 
como país y como sociedad, para enfrentar 
una de las etapas más oscuras de nuestro 
proceso político y podemos sentarnos a espe-
rar en la puerta de nuestra casa, nuevos, fre-
cuentes e intensos pasos militares anunciando 
que la irracionalidad, el fanatismo, la represión 
y la manipulación llegaron para quedarse. 
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EN LAS NEGOCIACIONES DE SAN 
JOSÉ, ¿DÓNDE ESTÁ LA CIUDADAN-
ÍA? 

 
Por: Manuel Torres Calderón 

10 de julio de 2009 
 
Utilizo deliberadamente el concepto de ciudadanía 
por dos razones básicas. La primera es que ha 
sido el menos manoseado en esta crisis en la que 
se ha cooptado o tergiversado hasta la saciedad 
el significado de pueblo, sociedad civil, democra-
cia, libertad, patria…(recuperarlos será una  tarea 
posterior). La segunda razón es que para mí el 
concepto de ciudadanía no sólo es la asunción 
plena de derechos y deberes, sino que lleva 
implícita dos características fundamentales: el 
sentido de pertenencia a una comunidad y la pre-
ocupación por su destino. Y ambas vienen al caso 
ahora que se inician en San José de Costa Rica 
las negociaciones entre el Presidente Manuel 
Zelaya Rosales y Roberto Micheletti, con la me-
diación o arbitraje de Oscar Arias Sánchez. 
 
A las cosas hay que llamarlas por su nombre, así 
como el golpe de Estado es golpe de Estado y no 
sucesión, estas negociaciones son negociaciones 
y no simplemente planificaciones. Este era un 
escenario previsible, así como de previsible es 
que de cómo resultado cambios para no cambiar, 
como el adelanto de las elecciones de noviembre, 
o que sea complejo y prolongado. La restauración 
legítima de Zelaya Rosales en Casa Presidencial 
supone la salida de Micheletti, así como la per-
manencia de Micheletti como gobernante de facto 
supuso la salida de Zelaya Rosales. Es imposible 
el uno con el otro simultáneamente. O es uno o es 
otro. Pero, como en otras circunstancias de la 
vida, siempre hay salidas alternativas que se ne-
gocian conforme la correlación de fuerzas entre 
los bandos; fuerzas nacionales e internacionales. 
 
El  temor  es  que  esas  “alternativas”  sean para 
salvar la formalidad de la institucionalidad, pero 
no para encarar el fondo de la crisis. Honduras no 
es escenario de una sola crisis, sino de una crisis 
múltiple. En estos días aciagos lo que confirma-
mos es el agotamiento y desplome de la transi-
ción iniciada en 1982 y que no sólo resultó incon-
clusa, sino que se desnaturalizó. No es cierto eso 
de que  “todos”  los hondureños  y hondureñas so-
mos  “responsables”  de  lo  ocurrido (eso es tan 
falso como el cálculo del ingreso per cápita que 

pone bajo al mismo indicador las ganancias de 
los grandes empresarios y los pírricos ingresos 
de un campesino). Alguna cuota tendremos 
todos cuando no hemos hecho lo suficiente 
para cambiar el rumbo del país, pero la mayor 
responsabilidad la tiene esa clase política y 
empresarial que en lugar de respetar la Consti-
tución y las leyes y construir un Estado de-
mocrático de Derecho y derechos, terminó 
creando un Estado patrimonial y clientelista; 
capaz no sólo de ofrecer impunidad, sino de 
tutelar la pérdida de al menos 800 mil millones 
de lempiras en corrupción pública entre 1982 y 
el 2008. Cabe preguntarse, ¿dónde fue a parar 
esa suma?, ¿qué poderes fácticos creó y con-
solidó?, ¿Qué repercusiones legales, políticas, 
económicas y culturales tuvo? ¿Qué inversión 
social pudo hacerse con esos recursos? La 
influencia de esa fortuna mal habida explica 
que en cada gobierno las prioridades naciona-
les dieron forma a una agenda que reflejaba 
más los intereses personales y de grupos que 
del conjunto de la sociedad, de tal manera que 
la democracia representativa, la que defienden 
a capa y espada la mayoría de los diputados, 
consolidó una elite política que se volvió em-
presarial y se lucró de sus influencias y co-
nexiones con el Estado. 
 
El robo de la CONADI de los años 70 es un 
juego de niños si se lo compara con el latroci-
nio de los años siguientes. Ese dinero no sólo 
aumentó las cuentas bancarias, destrozó la 
ética pública y personal, sino que volvió más 
poderosos a sus beneficiarios; poderosos de-
ntro de la ley y poderosos al margen de la ley. 
La corrupción y no la legalidad ha sido la base 
de la gobernabilidad del bipartidismo en Hon-
duras. Un bipartidismo que no debe reducirse 
a su mínima expresión: los partidos Liberal y 
Nacional. El bipartidismo es un modelo de 
hegemonía y usufructo del Estado y la socie-
dad hondureña que incluye representaciones 
políticas, empresariales, sociales y culturales. 
Se puede ser o representar intereses biparti-
distas sin militar en el Liberal o el Nacional o, 
incluso, aparentar estar en la oposición. Por 
eso, al mismo tiempo que alienta, preocupa la 
negociación que ha comenzado en San José. 
 
Alienta porque no hay duda que debe encon-
trarse una salida a las circunstancias agrava-
das y desatadas por el golpe, pero preocupa 
en tanto sean soluciones bipartidistas, sesga-
das y evasivas frente a los grandes desafíos 
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nacionales, con el agravante de un mediador con-
servador que podrá tener buena voluntad, pero 
escaso conocimiento de la realidad nacional. 
¿Cuáles son las expectativas que generan estas 
negociaciones? Lo que muchos esperan como 
saldo es el retorno a  la  “paz”,  la  “normalidad”,  la 
“tranquilidad” y que  represente el  inicio de  la  “re-
conciliación  nacional”.  Otros,  en  la  misma  direc-
ción aunque de diferente punto de partida, espe-
ran que logre el “el retorno a la legalidad de antes 
del  28  de  junio”,  pero  ¿de  qué  hablan? ¿A cuál 
paz, normalidad, tranquilidad, reconciliación na-
cional o legalidad se refieren?  
 
¿Paz? Con una violencia que deja más de 4000 
asesinatos por año; ¿Normalidad? Con ocho de 
cada diez familias sobreviviendo en la pobreza. 
¿Tranquilidad? Con la destrucción sistemática de 
la clase media; ¿Reconciliación Nacional? Con 
menos de 3% de la población concentrando 50% 
de la riqueza nacional; o ¿legitimidad? Con la 
ausencia casi total de seguridad jurídica y verda-
deras garantías individuales.  
 
Tampoco es viable retornar a la situación previa al 
28 de junio, incluida la “cuarta urna”, a la que con 
tanta pasión se opusieron los llamados  “poderes 
fácticos”  y  que  con tanta pasión respaldaron sus 
defensores. En el escenario hondureño el golpe 
pudo ser previsible y evitable, pero no se trabajó 
en esa dirección. El propio Zelaya Rosales admi-
tió ante la Junta de Comandantes la noche del 24 
de junio que su proyecto había sido derrotado 
institucionalmente y que lo suspendería. Ese fue 
uno de los puntos que no leyó, aunque estaba 
escrito en el comunicado, cuando despidió al ge-
neral Romeo Vásquez y aceptó la renuncia del 
Ministro de Defensa, abogado Edmundo Orellana 
Mercado. Pero a esas alturas estaba claro que del 
lado del gobierno no había más propuesta que la 
“cuarta urna”. 
 
La crisis de fondo, la que se acumula desde 1982, 
requería del Presidente Zelaya Rosales una visión 
y un consenso básico para intentar los tres desaf-
íos claves postergados de la transición: la reforma 
institucional y electoral democrática, que rompiera 
el monopolio de la clase política tradicional; la 
modernización económica y fiscal con sentido de 
equidad, tomando en cuenta al mercado, la ciu-
dadanía organizada y la globalización internacio-
nal; y la consolidación de prácticas y mecanismos 
de participación democrática que fueran más allá 
de lo electoral. Hoy el sistema se proclama de-
mocrático y se da palmadas en la espalda congra-

tulándose por haber aceptado la candidatura 
presidencial de Carlos H. Reyes, la candidatu-
ra a diputado de un político de Islas de la Bah-
ía, la candidatura de Doris Gutiérrez a la Al-
caldía de Tegucigalpa y unas cuantas candida-
turas independientes más en pequeñas muni-
cipalidades. Eso es todo; pocas y bajo reglas 
electorales y políticas desiguales, pero el Tri-
bunal Supremo Electoral (TSE) cacarea como 
si en lugar de un huevo, hubiese puesto un 
asteroide (parafraseando una cita de Mark 
Twain). 
 
¿Volver a la situación previa al 28? ¿Esa es 
ahora la propuesta? ¿De nuevo la única en 
este momento histórico para el país? ¿Es para 
eso que murió el joven Obed Murillo Mencía? 
¿A eso se limita todo el esfuerzo y la esperan-
za que representa la movilización popular que 
todos los días marcha? Hay quienes, en de-
fensa de sus propias posturas, sostienen que 
todas las injusticias e inequidades serían re-
sueltas con la nueva Constitución de la Re-
pública que prometía la Asamblea Nacional 
Constituyente; sin haber cambiado nada pre-
viamente del país, sin que a la presunta “recu-
peración  política” del poder le correspondiera 
una recuperación social y económica. En 
Ecuador, que es un ejemplo citado constante-
mente como modelo, la Constituyente y la 
nueva Constitución no fueron el inicio de la 
lucha ciudadana; sino una de las consecuen-
cias de su fortaleza y capacidad de acción. 
Aquí se pretendió hacer lo contrario; tomar la 
vía más fácil, la pavimentada, la financiada, 
que ofreció el ala del Partido Liberal encabe-
zada por Mel Zelaya. 
 
En San José de Costa Rica no sólo están au-
sentes quienes puedan representar la diversi-
dad de la sociedad hondureña sino que están 
ausentes propuestas para poner a este país en 
la dirección correcta. Aquí ya no vale la pena 
comparar  la  “conversión”  de Mel con la de 
Monseñor Romero; equiparar su sombrero y 
mostacho con los de Pancho Villa o asociar su 
discurso en la Fuerza Aérea con el de Salva-
dor Allende en La Moneda, y esperar un mila-
gro; las transformaciones no caen del cielo.  
 
Hasta ahora había sido fácil evadir un debate 
de la realidad nacional. La sociedad, de uno y 
otro lado, fue orientada a polarizaciones que 
no necesitaban mayores argumentos: “¡O 
estás con Mel o contra Mel! o ¡Estás con la 
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“cuarta urna” o contra  la “cuarta urna”! o ¡De qué 
lado estás, de este o del otro! No hubo derecho a 
preguntar, cuestionar o a dudar por la compra y 
venta  que  se  percibía  (“¿por  qué  tan  purista, 
compañero?”, era  la respuesta). Ante el asombro 
de un maniqueísmo sospechoso, una doctora me 
lo dejó claro:  “así  están  planteadas  las  cosas…” 
en blanco y negro. Hoy tenemos un golpe de Es-
tado de ultraderecha que tiene muchos responsa-
bles, no sólo sus protagonistas directos. ¿Cómo 
es posible que no se hubiese previsto y el daño 
que causaría? Este golpe va más allá de los 
hechos inmediatos y contra Mel Zelaya o Chávez. 
De prosperar no sólo es contra el presente, sino 
contra el futuro de Honduras. Es un nuevo tipo de 
“guerra fría”, la que atenta contra la ampliación de 
derechos y libertades democráticas en casi todos 
los campos de la vida. Es la defensa a ultranza de 
un siglo XX, desigual e inseguro, justo cuando el 
mundo nos demanda entrar al siglo XXI. 
 
En esa perspectiva, lo que demandamos es que 
en San José no se negocie sobre el poder y la 
impunidad, sino que fuera un punto de partida 
para retomar el reto histórico de democratizar 
verdaderamente a Honduras, de transformarla en 
una nación segura, tanto para la inversión como 
para la vida. Lista para aprovechar ese bono de-
mográfico que representa su juventud mayoritaria, 
y el privilegio de los recursos naturales de que 
dispone. Ojala fuera así, pero hasta ahora Los 
políticos convertidos en gobierno no han tomado 
en cuenta las preocupaciones fundamentales de 
la población: violencia, alto costo de la vida, des-
empleo, corrupción, educación, salud, mala justi-
cia y falta de esperanza en un futuro mejor. Con la 
crisis del Golpe de Estado se refleja precisamente 
la ausencia de una visión compartida, de linea-
mientos y proyectos comunes en la sociedad 
hondureña. Ese es el vacío que debemos llenar y 
la negociación para lograrlo no debe ocurrir en el 
extranjero, sino en el interior de nuestro país. El 
pueblo ha demostrado una capacidad de resisten-
cia extraordinaria, pero le faltan las propuestas 
verdaderas que lo orienten y movilicen. Y lo peor 
es que esas propuestas existen, se han venido 
trabajando en ellas por años y aparecen por todo 
el país, pero pocos han tenido el compromiso 
verdadero, el tesón, la disciplina y la energía de 
acompañarlas. ¿Se imaginan esas miles y miles 
de personas que han estado recorriendo las calles 
y plazas de nuestras ciudades y pueblos mar-
chando a diario para combatir la corrupción, el 
cese de la impunidad y demandar una transfor-

mación real de nuestro país? Sería otra Hon-
duras, no la víctima que es ahora. 
 
Reitero: esa otra Honduras no vendrá de una 
negociación entre políticos y para políticos, ni 
de una mediación internacional. Tampoco se 
hará sin ellos, pero debe ser un esfuerzo fun-
damentalmente nacional y de quienes, sin 
importar su nacionalidad, quieran a este país y 
le deseen un futuro mejor. No hay mucho 
tiempo para lograrlo. Socialmente, las perspec-
tivas a corto y mediano plazo pueden volverse 
insostenibles. Además de las políticas, son 
malas las noticias por venir: incremento de los 
precios de los productos alimentarios, aumento 
de las tarifas de los servicios públicos, presio-
nes para la devaluación, inseguridad social y 
jurídica, baja inversión privada y pública, ma-
yor desempleo y subempleo, migraciones for-
zadas, violencia desde el Estado, divisionismo 
entre la propia ciudadanía organizada, amena-
zas ambientales y mayores privaciones para la 
mayoría, pero, con todo y todo, la coyuntura 
por el cambio sigue abierta porque no nació 
con la Presidencia de Mel Zelaya, ni será de-
tenida por Micheletti. Hay que tomar la palabra 
a quienes impulsan las negociaciones de San 
José: “convocamos a todas las partes a evitar 
actos de violencia y a buscar una solución 
constitucional, pacífica y duradera a las serias 
divisiones de Honduras…”. 
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¿DOLORES DE AGONÍA O DOLORES 
DE PARTO? 
 
“Cuando los medios callan las paredes hablan” 
Pinta en una pared de Tegucigalpa 

 
Por: Manuel Torres Calderón 

31 de julio de 2009 
 
Honduras vive momentos muy difíciles, de socie-
dad resquebrajada, incertidumbre y tragos amar-
gos. Ningún golpe de Estado es rutinario, menos 
el perpetrado el 28 de junio y que va más allá de 
de la defenestración del Presidente Manuel Zela-
ya porque en su esencia está el intento de los 
sectores más conservadores y privilegiados  de 
desconocer la necesidad del cambio en esta so-
ciedad desigual y autoritaria. Pero aún bajo esas 
condiciones es importante empezar a reconocer 
qué es lo nuevo en el Estado y en las relaciones 
sociales hondureñas bajo las actuales circunstan-
cias, e impulsar un proceso colectivo de aprendi-
zajes ante una realidad que tiene varios planos y  
escenarios, visibles o encubiertos, pero todos a 
tomar en cuenta. La siguiente es una contribución 
a ese debate impostergable para que estos acon-
tecimientos trágicos no terminen en los pactos de 
siempre entre los políticos, evadiendo no sólo las 
responsabilidades en que incurren, sino las cau-
sas verdaderas de la crisis. 
 
Cuatro consideraciones previas 
 

a) El golpe de Estado y la irrupción de un 
gobierno de facto  perpetrado el 28 de ju-
nio contra el Presidente Manuel Zelaya 
Rosales desencadenó la peor fractura de 
la transición democrática de Honduras 
(iniciada en 1982) y que había entrado en 
una etapa visible de franco agotamiento y 
retroceso. La fractura representa una in-
terrupción en el proceso  institucional ba-
sado en la alternabilidad electoral en el 
poder, pero no llega a ser una ruptura, 
entendida ésta como un cambio en la co-
rrelación de poder y en el sistema vigente. 
De hecho es un golpe de Estado dentro 
del Estado mismo. Sin embargo, es una 
situación extrema en la cual los elemen-
tos de una ruptura se gestan o advierten 
a partir de la fractura. Lo que no puede 
anticiparse es su evolución, los protago-

nistas y tiempos. En todo caso  no 
podrá haber ruptura sin propuestas 
para lograrlo. 
 

b) ¿Cómo se explica la violencia (huma-
na, ideológica y material) de esta frac-
tura; la más grave desde el retorno al 
orden constitucional? Básicamente por 
tener lugar en un escenario de crisis 
múltiple tanto en el plano nacional 
(política, económica, social y cultural) 
e internacional (la crisis financiera 
mundial que tiene su epicentro en 
EEUU, y la crisis política y de hege-
monía latinoamericana que tiene su 
epicentro en Venezuela). Es bajo esa 
combinación, nacional e internacional, 
que se comprende mejor la magnitud 
alcanzada por el conflicto hondureño y 
lo que el golpismo representa.  

 
c) Junto a lo estructural y lo coyuntural 

hay que sumar un tercer factor que 
tiene estrecha vinculación con la histo-
ria política de Honduras y es el caudi-
llismo, encarnado, ésta vez, en Manuel 
Zelaya. La gestión del Presidente Ze-
laya  la desaprobaron sus propios 
compañeros de partido (el Liberal) y de 
la clase política y empresarial biparti-
dista que mostraron su intransigencia 
ante cualquier posibilidad de cambio o 
de oposición política y social que no 
esté bajo su control absoluto. El golpe 
no fue contra los hechos o realizacio-
nes concretas del gobierno de Zelaya 
en desmedro de los denominados po-
deres fácticos, sino por el miedo de lo 
que podría ocurrir a sus intereses a 
partir de la vinculación del gobernante 
con Hugo Chávez,  el grupo de países 
del ALBA y el movimiento popular 
hondureño. El sistema político biparti-
dista, manipulado desde despachos 
empresariales, no admite fisuras, por 
pequeñas  que sean en un Estado de 
características corporativas, patrimo-
nialistas, clientelares, centralizadas y 
autoritarias. En ese contexto, Zelaya 
es una figura clave en tanto encarna al 
Presidente-víctima y lo seguirá siendo 
mientras la acción de los usurpadores 
persista, pero la tendencia es que las 
consecuencias de lo ocurrido superen 
o rebasen su protagonismo.  
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d) Por otra parte, el elemento más represen-

tativo, dinámico y sorprendente en esta 
crisis ha sido el surgimiento de una oposi-
ción beligerante y plural al golpe de Esta-
do, aún bajo condiciones extremas de re-
presión. Movilizaciones, tomas de carrete-
ras, puentes, actos culturales y de solida-
ridad e incluso sacrificios trágicos han 
permitido, bajo diversas motivaciones y 
afiliaciones, que amplios sectores de la 
ciudadanía pasaran en muy poco tiempo 
de la humillación, ofensa e intimidación 
inicial que conlleva un golpe de esta 
magnitud a una etapa de autoestima,  be-
ligerancia y organización para la resisten-
cia. El desafío es cómo evitar una tercera 
etapa: la del desencanto, previsible si los 
resultados de su esfuerzo no abren real-
mente las puertas del país a su democra-
tización efectiva. Un referente obligado a 
tomar en cuenta fue la huelga de los fis-
cales (abril-mayo, 2008) contra la corrup-
ción pública. Guardando las diferencias 
entre uno y otro caso, la huelga convocó 
durante 34 días una impresionante movili-
zación y solidaridad, tanto nacional como 
internacionalmente, sin embargo, un año 
después la tarea de levantar un movi-
miento orgánico (el MADJ) volvió a ser ta-
rea de pocos, por muchos esfuerzos, vo-
luntad y compromiso que muestren los 
fiscales y otras personas que les apoyan. 
Ante ello surge una pregunta: ¿basta con 
alianzas temporales o que haya victorias 
simbólicas en la lucha por la democracia 
social hondureña o se requieren conquis-
tas institucionales y vinculantes  concre-
tas para una participación ciudadana sos-
tenida y creciente? En una primera lectura 
de los hechos, el derrocamiento de Zela-
ya propició una alianza coyuntural anti 
golpe que no necesariamente se man-
tendrá en el largo plazo, pero que en lo 
inmediato ha logrado que se rompa con el 
conservadurismo y la tendencia a la pasi-
vidad, resignación o complicidad política 
que el mismo sistema ha propiciado por 
años y que solamente ha sido rota o 
cuestionada por unos pocos.  

 
La agenda perdida de la transición 
 

1. En 1982, con el retorno al orden democrático, 
se abrió en Honduras un abanico de transiciones 

que a partir del texto constitucional debía ex-
pandir las oportunidades y capacidades de las 
personas y de la sociedad en su conjunto para 
lograr un mayor bienestar colectivo. La primera 
transición era jurídica; pasar de un régimen de 
facto a uno de derecho, lo que llevaba implícito 
un proceso de desmilitarización de la socie-
dad; la segunda política; establecer el meca-
nismo electoral para garantizar la alternabili-
dad en el gobierno y ampliar los derechos civi-
les de la ciudadanía; la tercera económica; 
pasar de una economía cerrada y oligopólica a 
otra abierta, interna e internacionalmente; y la 
cuarta social; que en lo esencial implicaba 
pasar de una cultura autoritaria, represiva y 
representativa a otra democrática, tolerante y 
participativa, y a la reducción de las desigual-
dades y de la pobreza.  
 
La línea de partida de esas transiciones fue 
compleja; en lo externo el conflicto centroame-
ricano, con tres países vecinos en los cuales 
se disputaba el poder con propuestas antagó-
nicas/violentas y en lo interno con una situa-
ción políticamente frágil e inestable, extrema 
debilidad institucional, economía carente de 
eficacia y competitividad, inequidades y des-
igualdades sociales profundas, crisis de identi-
dad nacional y la fragmentación imponiéndose 
a la concertación. 
 
El contexto requería de los sectores gobernan-
tes una visión de país y un acuerdo nacional 
para intentar los tres desafíos básicos: la re-
forma institucional democrática, la moderniza-
ción económica con sentido de equidad y la 
consolidación de prácticas democráticas parti-
cipativas que fueran más allá de lo electoral. 
En términos generales, los dirigentes  políticos 
hondureños fracasaron en el cumplimiento de 
esas responsabilidades nacionales y su pre-
ocupación se concentró en resucitar el biparti-
dismo (entendido como un modelo de socie-
dad que tiene en los partidos Liberal y Nacio-
nal su eje político central) y acaparar la mayor 
cuota de poder posible. La ilegalidad y el irres-
peto a la Constitución y demás leyes se convir-
tieron en un proceder y conducta rutinaria de la 
clase política dominante. Es en la ilegalidad, 
no en la legalidad, donde cimentaron su poder 
y el golpe es una consecuencia de ello. 
 
2. De las cuatro transiciones, los mayores 
avances fueron pasar de un régimen de facto a 
uno constitucional civil, la disminución del pro-
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tagonismo militar en la vida pública, establecer el 
mecanismo electoral para garantizar la alternabili-
dad en el gobierno, y pasar de una economía 
cerrada a otra abierta internacionalmente. En 
contraste, la agenda olvidada o sepultada fue  
pasar de un régimen de facto a uno de derechos 
(lo que implica potenciar la ciudadanía, entendida 
ésta como el derecho de tener derechos), no se 
construyó un sistema de justicia independiente y 
eficiente, no se pasó de una economía oligopólica 
a otra abierta internamente (la tendencia fue al 
contrario, reduciendo a la ciudadanía al papel de 
elector y/o consumidor) y tampoco hubo un com-
bate efectivo a la pobreza y las desigualdades. 
Con ello surge la contradicción de fondo de la 
democracia hondureña: promueve una democra-
cia procedimental o instrumental  (siete elec-
ciones generales consecutivas y más de cuatro 
mil leyes que se incumplen) pero no una demo-
cracia integral. Esa democracia procedimental 
o instrumental ni siquiera califica como una de-
mocracia electoral puesto que ésta realmente no 
ha existido. El sistema electoral fue creado y ope-
ra a partir de una lógica pro-bipartidista y bajo el 
supuesto de que son las elecciones las que crean 
la democracia y no la democracia la que crea las 
condiciones para elecciones democráticas. Por 
ello, progresivamente se fueron erosionando la 
credibilidad de los principales actores de la vida 
política (especialmente los partidos) y también de 
las instituciones democráticas (ilegalidad e ilegiti-
midad).  
 
3. La gobernabilidad hondureña bipartidista se 
afianzó en la construcción misma de un Estado 
patrimonial y clientelista que tutelaba la corrup-
ción pública y privada. Se estima que entre 1982 y 
el 2006 las pérdidas de fondos públicos por la vía 
de la  corrupción suman más de 700 mil millones 
de lempiras (tomando como promedio 10% del 
Presupuesto Nacional de cada año). Cabe pre-
guntarse, ¿dónde fue a parar esa suma?, ¿qué 
poderes fácticos creó y consolidó?, ¿Qué reper-
cusiones legales, políticas, económicas y cultura-
les tuvo? ¿Qué inversión social pudo hacerse con 
esos recursos? Con cada gobierno no sólo au-
mentaban los montos de la corrupción sino que 
ese fenómeno y su impunidad capitalizaban poder 
en un grupo privilegiado que pronto estuvo en 
capacidad de capturar al Estado y a quienes lo 
administran. Ello explica que la necesidad de con-
tar con programas de gobierno haya sido simple-
mente un requisito formal electoral, puesto que 
una vez ganadas las elecciones es cuando se 
estructura la agenda verdadera y sus beneficia-

rios, de tal manera que la democracia repre-
sentativa consolidó un círculo político de hierro 
que se volvió corporativo y se lucró de sus 
influencias y conexiones con el Estado. Ese 
sector limitó la democracia  a un ejercicio elec-
toral cada vez más desprestigiado por el frau-
de y la incompetencia de los gobiernos. Bajo 
esas condiciones disminuyó el entusiasmo de 
la población hacia las instituciones democráti-
cas y sus mecanismos de consulta electoral. 
Desde 1985 hasta el 2005 la participación 
electoral en las elecciones generales bajó 
aproximadamente 33 puntos porcentuales, 
pasando de 84% a 56% del padrón electoral, y 
con una tendencia a incrementar los porcenta-
jes de abstención/ausentismo en las votacio-
nes, como ocurrió en las elecciones primarias 
de noviembre del 2008 cuando el abstencio-
nismo-ausentismo rondó 66.4 % del electora-
do. 

 
4. El abstencionismo/ausentismo ciudadano 
confirma un rechazo creciente a la política 
tradicional que ha manejado la transición, pero 
esa actitud en las urnas no deriva en  opciones 
políticas alternativas y democráticas. Lo que si 
subraya es que a la brecha social  y econó-
mica se suma una brecha política y de re-
presentatividad (crisis de liderazgos) que 
separa cada vez más a los actores políticos de 
la ciudadanía y a la ciudadanía de los actores 
políticos. Los políticos convertidos en gobierno 
y poder no toman en cuenta las preocupacio-
nes fundamentales de la población: violencia,  
alto costo de la vida, desempleo, corrupción, 
educación, salud, mala justicia y falta de espe-
ranza en un futuro mejor. Con la crisis del Gol-
pe de Estado se refleja precisamente la au-
sencia de una visión compartida, de lineamien-
tos y proyectos comunes en la sociedad hon-
dureña. 
 
5. En el escenario estructural de fondo, el gol-
pe de Estado es un acto de fuerza, pero tam-
bién una manifestación de debilidad al reflejar 
el desgaste y  la crisis acumulada del modelo 
bipartidista. El saldo básico histórico de los 
gobiernos liberales y nacionalistas es la falta 
de oportunidades para todos y la concentra-
ción de las mismas para pocos; un país caren-
te de estrategias (planificación) de desarrollo, 
de continuidad y mejoramiento de la calidad en 
sus políticas públicas. Cada gobierno inicia de 
cero para corresponder al clientelismo que lo 
lleva al poder. De esa manera, no son recur-
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sos financieros necesariamente los faltantes en 
Honduras para afrontar sus debilidades y caren-
cias, sino ideas, compromisos y mecanismos 
efectivos de transparencia, control y rendición de 
cuentas. Más que falta de inversión social ha sido 
el mal uso –robo e ineficacia - de esa inversión 
social lo que ha imperado. Se estima que el gasto 
social per cápita pasó de 5.8 dólares en 1960, a 
12 en 1970 y a 41 en 1980. Paradójicamente, en 
plena transición social, a lo largo de la década de 
los 80 el gasto social per cápita apenas se incre-
mentó 3 dólares, para sumar 44 en 1990, cuando 
se inició el modelo de ajuste neoliberal. En todo 
caso, cualquiera sea el monto, el gasto social ha 
estado carente de esa abstracción que suele lla-
marse  “voluntad política”  a  favor de  la  equidad  y 
ello lo ha dejado expuesto a la corrupción institu-
cional. La pauperización visible en los últimos 27 
años de enormes contingentes de la población (y 
que explica sus éxodos y también su resistencia) 
no sólo es una violación clara a sus derechos 
fundamentales sino que ha cambiado el tejido de 
la sociedad y su percepción de la democracia. 
Muchos de esos pobres, declarados en rebeldía 
ante el golpe, son despectivamente  llamados “los 
jucos” por los golpistas. 
 
6. En el apartado de las raíces estructurales se 
debe apuntar que a una democracia socialmente 
injusta, con alta concentración de la riqueza en 
pocas manos, corresponde una institucionalidad 
débil y la ausencia de un enfoque de derechos en 
la gestión del Estado. El desplome total en estos 
días del Comisionado Nacional de los Derechos 
Humanos es un ejemplo visible, pero no el único. 
Todas las instituciones involucradas en el golpe 
se encuentran en crisis. La búsqueda de la inte-
gración social y de mecanismos de cohesión no 
ha sido prioridad del Estado, al contrario, la desin-
tegración se ha promovido no sólo como instru-
mento de control político sino de rentabilidad 
económica. Para el caso, la incesante emigración 
hacia el  “norte” además de  reducir  la presión so-
cial (son las capas medias empobrecidas las que 
más escapan del país) se ha convertido en la 
principal fuente de divisas, por arriba del conjunto 
de las exportaciones de bienes y servicios. La 
oferta constitucional de 1982 era que todos los 
hondureños y hondureñas nacían iguales en de-
rechos, pero eso es retórica; alejada de la reali-
dad. Un indígena lenca, por ejemplo, tiene casi la 
mitad de la esperanza de vida que un habitante 
urbano con recursos económicos solventes. La 
propuesta política de Zelaya de convocar a una 
Asamblea Nacional Constituyente que aprobara 

una nueva Constitución encontró un asidero 
firme entre los sectores de la población que 
han sido y se consideran excluidos de su be-
neficio y aplicación. A manera de gran conclu-
sión: la estabilidad institucional adquirida a 
partir de 1982 no condujo a una mejora impor-
tante de las condiciones de vida de la mayoría 
de la población. Hubo  “recuperación política”, 
pero no recuperación social ni económica.  
Esa agenda olvidada es la que impide a Hon-
duras abandonar el siglo XX. 
 
El papel del neoliberalismo 
 
7. En esta crisis tampoco hay que olvidar la 
responsabilidad del neoliberalismo y sus ges-
tores, tanto nacionales como internacionales. 
La misma pregunta que recorre América Latina 
ha estado presente en Honduras: ¿cómo cons-
truir y sostener la democracia conviviendo con 
la desigualdad y la pobreza? Las desigualda-
des y la excesiva concentración de la riqueza 
en pocas manos no nacen con el modelo de 
ajuste implantado a partir de 1990, pero si se 
acentúan. Con el bipartidismo  la evolución de 
la economía hondureña se ha caracterizado 
por un bajo crecimiento anual del PIB per cápi-
ta y una injusta distribución de la renta nacio-
nal. Entre 1960-2000 el crecimiento anual per 
cápita promedio fue de 0,8%, contrastando con 
una tasa de crecimiento poblacional superior al 
3% anual. Una consecuencia inevitable fue el 
debilitamiento del Estado, pero también del 
tejido social.  La brecha entre ricos y pobres 
creció, pero también la brecha entre los ricos y 
los clase media. Las cifras de la desigualdad 
en el ingreso varían conforme los métodos con 
los cuales se obtienen, pero tanto la CEPAL, 
Banco Mundial, OIT y otros organismos multi-
laterales coinciden en ubicar a Honduras en el 
primer bloque de los países más desiguales de 
América Latina, junto a Bolivia y Brasil, donde 
10% de la población acapara hasta un 51% del 
ingreso nacional (o más). El ingreso per cápita 
del quintil más rico en Honduras supera en 
promedio 33 veces al del más pobre. De 
hecho, según la CEPAL, la evolución de la 
estructura de la distribución del ingreso entre 
2002 y 2007 muestra tres situaciones clara-
mente diferenciadas en América Latina. Argen-
tina, Bolivia, Brasil, Chile, El Salvador, Nicara-
gua, Panamá, Paraguay y Venezuela “presen-
tan una importante reducción de la brecha 
entre los grupos extremos de la distribución, 
tanto por el aumento de la participación en los 
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ingresos de los grupos más pobres como por la 
pérdida de participación de los hogares situados 
en la parte más alta de la escala de distribución”. 
Un segundo grupo de países, constituido por Co-
lombia, Costa Rica, Ecuador, México, Perú y el 
Uruguay,  se  caracteriza  por  un  “relativo”  estan-
camiento de su estructura distributiva. Aun cuan-
do en la mayoría de ellos las brechas han tendido 
a reducirse, las eventuales variaciones no han 
sido suficientemente significativas. Por su parte, 
en Guatemala, Honduras y la República Domini-
cana lo que pasó es que aumentaron las brechas 
entre grupos extremos de la escala de distribu-
ción.  
 
8. La desigualdad por la vía del ingreso es apenas 
una de las formas en que se encarnan las des-
igualdades en Honduras; y cada desigualdad ge-
nera otras, a cual  peores y casi en proporción 
geométrica. Sólo hay que ponerse a pensar en las 
desigualdades por razón de género o las des-
igualdades ideológicas o las desigualdades de 
quienes controlan los recursos públicos y priva-
das, o las desigualdades que surgen de las nor-
mas legales o de los prejuicios sociales. Pese a la 
injusticia crónica y visible, los capitanes del capi-
tal, consideran que el país está bien como está, 
que quizá requiera algunos retoques pero nada 
más. Ideológica y políticamente no avanzaron, por 
eso no extraña que para el golpe hayan recurrido 
a figuras, métodos y justificaciones de la guerra 
fría de los años 80, como la justificación de sus 
abusos e ilegalidades a partir de la supuesta exis-
tencia  de  un  “estado de necesidad”  o  del  “mal 
menor”.  A ese sector se le puede aplicar la frase 
de que si pierden un milímetro de sus privilegios, 
piensan que han perdido un kilómetro, lo que ex-
plica, de alguna manera, que despreciaran la 
oportunidad histórica que les ofreció Mel Zelaya 
de reciclarse puesto que el presidente derrocado 
nunca dejó de ser liberal, por muy chavismo de 
que lo acusaran. 
 
Lo coyuntural: El Presidente Zelaya, el cha-
vismo y la cuarta urna 
 
9. El 27 de enero del 2006 asumió la Presidencia 
de Honduras, Manuel Zelaya luego de ganar in-
esperadamente las elecciones generales con 23% 
de los votos válidos a su favor. Ese porcentaje tan 
bajo confirmó el desencanto de la población res-
pecto a la democracia electoral porque la pobla-
ción no siente mejoras importantes en sus condi-
ciones de vida. Zelaya llegó a la Presidencia con 
una sobrecarga de ofertas y bajo la presión de 

una fuerte demanda de mejoras visibles a cor-
to plazo. Sin embargo, había cierto optimismo 
respecto a su gestión puesto que coyuntural-
mente los principales indicadores económicos 
mostraban cifras positivas, aunque volátiles. Al 
margen de las expectativas, el golpe confirma 
que Zelaya a lo sumo tuvo una oportunidad 
buena para la reforma, pero no para anunciar 
o prometer transformaciones sustanciales. 
Cualquier intención de cambio estaba conde-
nada a darse en un contexto de gobernabilidad 
frágil y asediada. Una pregunta de fondo no se 
planteó en el Palacio de Gobierno: ¿qué era lo 
posible y qué era lo deseable? Para efectiva-
mente intentar cambiar el rumbo del país, se 
tenía que corregir un error histórico: el mante-
nimiento de un modelo de crecimiento econó-
mico que profundiza las desigualdades y las 
inequidades.  
 
10. El Presidente Zelaya tuvo muchos des-
aciertos (entre ellos la inefectividad de su go-
bierno, su protagonismo por encima de la insti-
tucionalidad y la legalidad, su permisividad a 
los abusos, la pésima escogencia de su gabi-
nete -con escasas excepciones- y su falta de 
una propuesta coherente de gobierno), pero 
también introdujo elementos interesantes y 
novedosos en el ejercicio del poder. En su 
nuevo papel y ante la imposibilidad real de 
satisfacer las demandas gremiales, de empleo 
y protección social, Zelaya propuso la cons-
trucción de un acuerdo nacional al margen de 
los problemas inmediatos del país, y por enci-
ma del bipartidismo y de los procesos electora-
les: la convocatoria (cuarta urna) a una Asam-
blea Nacional Constituyente con la responsabi-
lidad de aprobar una nueva Constitución de la 
República para “refundar Honduras”. La nueva 
Constitución fue proyectada desde el oficialis-
mo  como  “la  solución  total  a  los  problemas 
nacionales”,  mientras  que  para  la  oposición 
oligárquica era “el caballo de Troya de Chávez 
y  la  madre  de  todos  los  males  por  venir”.  El 
riesgo de la iniciativa presidencial era elevado, 
sobre todo cuando innecesariamente involucró 
a las Fuerzas Armadas en el proyecto de aca-
rreo para la consulta de la cuarta urna y les dio 
la excusa para iniciar la lucha contra lo que 
denominan  “el  comunismo  disfrazado  de  So-
cialismo del Siglo XXI”. Zelaya desde el inicio 
de su mandato cortejó a las Fuerzas Armadas 
y lo hizo de la manera más tradicional: a caño-
nazos de presupuesto. La primera acción en 
esa vía fue asignarles cuantiosos recursos 
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para proteger los bosques de la región oriental (a 
costa incluso de un movimiento ciudadano que se 
había venido construyendo paulatinamente) y lo 
cerró con la decisión de encargarles –como si 
fuera una empresa civil- la construcción de una 
terminal comercial en el aeropuerto de palmerola. 
Sin embargo, la ideología se impuso y, de hecho, 
el golpe se comenzó a preparar desde hacía me-
ses, pero no hubo intentos serios por evitarlo, ni 
se calculó su magnitud e impacto. Para Casa 
Presidencial, el tiempo corría demasiado rápido 
en su contra. En un escenario de crispación y 
carente de posibilidades reales de concertación, 
el gobernante optó por intensificar su retórica ante 
los denominados “poderes fácticos” y, en paralelo, 
fortalecer una política que sus adversarios siem-
pre  calificaron  de  “populista”.  Además  de  un  au-
mento significativo y justo al salario mínimo, re-
lanzó la Red Solidaria (merienda escolar, matrícu-
la gratis, paquete básico de salud, bono tecnoló-
gico, bono y becas estudiantiles) que pasó de un 
presupuesto de 2,222.7 millones de lempiras en el 
2006 a 3,446.4 en el 2008. Al mismo tiempo deci-
dió, en su último año de mandato, no enviar al 
Congreso Nacional, para su aprobación, el pro-
yecto de Presupuesto General correspondiente al 
2009. La confrontación entre el Poder Ejecutivo y 
los grandes dueños del poder político,  económi-
co, financiero y mediático estaba en su fase cul-
minante, y en alguna mansión unas cuantas fami-
lias fijaron la fecha para desempolvar el viejo re-
curso  del  “madrugón  castrense”    y  pusieron en 
acción a las viejas y nuevas lealtades. 
 
E l golpe militar o el retorno de los vie jos 
tiempos 
 
11. El 28 de junio tuvo lugar el “Golpe de Estado” 
y la expulsión arbitraria del país del Presidente 
Zelaya. Treinta años después de que el General 
Melgar Castro fuese sustituido por la vía rápida 
por el General Policarpo Paz García,  las Fuerzas 
Armadas salieron de sus cuarteles no para asumir 
directamente el poder, pero sí para tener más 
poder, y bajo el argumento de atender el reclamo 
de los civiles para tutelar la alternabilidad de-
mocrática. Los detalles de cómo se urdió el golpe, 
cómo y quiénes participaron seguramente saldrán 
a luz pública pronto. Lo que se desencadenó es la 
peor crisis político-institucional desde el retorno al 
orden constitucional. En un marco de irrespeto a 
las leyes, nadie midió las consecuencias de sus 
actos. Los golpistas comenzaron con el absurdo 
jurídico de negar el Golpe de Estado y llamarle 

sucesión presidencial e incluso un rutinario 
cambio de gerente por otro. El rechazo di-
plomático de la comunidad internacional a 
esas afirmaciones fue unánime, aunque no 
decisivo en lo inmediato. La valoración de la 
repercusión internacional del Golpe y sus im-
plicaciones en América Latina (especialmente 
en los países del ALBA) o en los vínculos del 
continente con Washington merece un análisis 
específico. Es obvio que en Honduras se inte-
riorizó el conflicto internacional, pero conser-
vando para los ejecutores del golpe un margen 
propio de toma de decisiones.  Para  Micheletti 
y sus partidarios el objetivo central no era la 
encuesta (la encuesta, legal o ilegal, fue una 
excusa) sino el proyecto chavista en Honduras 
que podía fortalecerse a partir de la consulta. 
Temieron que  Zelaya acumulara más poder 
que el bipartidismo y convocara antes de las 
elecciones generales de noviembre próximo a 
una Asamblea Nacional Constituyente que 
aprobara una nueva Constitución bajo el socia-
lismo del siglo XXI y le permitiera al mandata-
rio continuar en el poder. El golpe fue preventi-
vo, marcado por el temor ideológico que del 
discurso presidencial se pudiera trascender a 
los hechos sociales.  Así se explica que los 
cargos contra el Presidente Zelaya son de 
naturaleza política: “Traición a la Patria, intento 
de cambiar la forma de Gobierno, abuso de 
poder y desacato a las autoridades”. A Zelaya 
no lo quitan por acusaciones de corrupción 
(esas surgen después; todo fue después; la 
supuesta carta de renuncia del mandatario, la 
orden de captura, el requerimiento fiscal, las 
investigaciones de los organismos contralores, 
etc) sino por el riesgo que implicaba para el 
estatus quo que la “semilla de la confrontación 
ideológica y de clases fuera sembrada en 
Honduras”.   
 
12. Por sus características, el golpe confirmó 
el aglutinamiento de la ultraderecha en un solo 
bloque y la puesta a disposición de todos sus 
recursos, mediáticos, ideológicos, financieros y 
represivos, en respaldo al cuartelazo. Con 
absoluto apego bipartidista, los golpistas tie-
nen un proyecto que en un principio se revela 
claramente como conservador, anticomunista y 
nacionalista. Una de las organizaciones crea-
das para apoyar a Micheletti refleja precisa-
mente  la  mentalidad  en  el  trasfondo:  “Movi-
miento  Honduras  es  nuestra”.  Dentro  de  su 
visión abogan por la integración de las iglesias 
al Estado, por mantener el modelo de econom-
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ía neoliberal y por la necesidad de preservar al 
país  bajo  los  “valores”  de  siempre  (Dios,  Patria, 
Libertad y Mercado). 
 
13, ¿Cuánto tiempo se sostendrá Micheletti en el 
poder? El plan oficial es entregarlo el 27 de enero 
próximo a quién resulte ganador en las elecciones 
generales de noviembre. Puede que llegue hasta 
esa fecha y puede que no. La situación económi-
ca y social tiende a ser insostenible, y la posibili-
dad de que la represión se intensifique es muy 
alta, en todo caso el golpe puede ser de corto 
plazo, pero el golpismo no. 
 
Perspectiva general de la crisis 
 
Con las profundas heridas institucionales y socia-
les que se derivan del Golpe de Estado, la preca-
ria gobernabilidad actual se mantendrá  antes e 
inmediatamente después de las elecciones gene-
rales de noviembre próximo, y es improbable que 
los comicios satisfagan la aspiración de las elites 
de poder de que sean el instrumento para norma-
lizar la situación nacional, aunque lleguen a ser 
“transparentes y concurridas”. Para los candidatos 
presidenciales de los partidos liberal y nacional 
(que se han revelado incapaces de proponer so-
luciones a la crisis) el peor escenario posible sería 
recibir la banda presidencial de manos de Miche-
letti. Influyentes naciones, como España, han 
advertido que no reconocerían la legitimidad de 
ese traspaso. 
 
Lo que vendrá después del 27 de enero tampoco 
será fácil. Además de que lo peor del desplome 
económico y financiero se sentirá en el 2010, el 
golpe, agresivo y fundamentalista, agudizó una 
polarización ya existente en la sociedad hondure-
ña y le redescubrió una variable política e ideoló-
gica que se venía gestando inadvertida, pero con-
sistentemente en el marco de las desigualdades. 
Ese carácter cismático de la crisis, presente inclu-
so en el interior de las propias familias, persistirá 
después de que se alcance algún acuerdo de 
solución temporal, de tal manera que la tendencia 
inmediata es a una inestabilidad creciente y que la 
misma encuentre nuevos factores desencadenan-
tes; electorales, económicos y sociales. El pano-
rama se agrava porque la institucionalidad, ya de 
por sí debilitada, terminó de afectarse con los 
sucesos del 28 de junio, lo que implica que las 
tareas de reconstrucción de la administración 
pública (y también de la ciudadanía organizada) 
serán complejas y de largo plazo. A lo anterior 
habrá que sumar que el costo económico y social 

del golpe es muy elevado (los empresarios lo 
estiman para ellos en más de tres mil millones 
de lempiras en el primer mes) y su impacto se 
sumará al de la crisis internacional que ya 
estaba teniendo efectos. En suma, el país no 
iba bien y ahora va peor. Un panorama de 
tanta inestabilidad e incertidumbre plantea que 
una respuesta estable y duradera al golpe y al 
golpismo pasa porque en la mesa, externa e 
interna, de negociaciones  se reconozca el 
papel de la ciudadanía como sujeto de las 
mismas y se aprueben reformas estratégicas 
de Estado. Avanzar en la democracia partici-
pativa es una exigencia real, no inventada. Ya 
en el pasado reciente desperdiciamos la co-
yuntura excepcional que brindó el impacto del 
huracán Mitch para transformar Honduras; 
sería una tragedia que también se desaprove-
che el potencial de cambio que encierra esta 
fractura. La sombra de los muertos por balas 
reales, no de goma, víctimas de la represión, 
vuelven cínica cualquier demagogia al respec-
to. Quizá el elemento esperanzador radique en 
reconocer que la necesidad del cambio  no 
nació con Mel Zelaya, y tampoco morirá con el 
golpe. Sin duda, es otra la Honduras después 
del 28. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



Artículos sobre el golpe de Estado en Honduras 
 

 CEDOH 32 

LA LUCHA POPULAR MÁS PROLON-
GADA DESDE LOS 69 DÍAS DE LA 
HUELGA BANANERA. 70 Y MÁS 
DÍAS DE RESISTENCIA CONTRA EL 
GOLPE Y LA SUMISIÓN 
 
“Muchacha hecha de olvido 
Niña triste” 
Pompeyo del Valle 1954* 

 
Por: Manuel Torres Calderón 

8 de septiembre de 2009 
 
El lunes 3 de mayo de 1954 los trabajadores de la 
Tela Railroad Company se declararon en huelga. 
Transcurrieron 69 días antes de finalizar. Esa era 
la lucha popular más prolongada en la memoria 
del pueblo hondureño hasta el 5 de septiembre 
cuando la movilización ciudadana contra el golpe 
de Estado del 28 de junio sumó 70 días consecu-
tivos de una resistencia que todavía agrega fe-
chas del calendario. Entre ambas gestas hay 55 
años de diferencia y un país que no termina de 
encontrar su rumbo democrático. 
 
Tantas veces se ha dicho que la memoria históri-
ca de la sociedad hondureña es débil que vale la 
pena hacer una excepción, parar un momento en 
este tiempo de prisas y angustias y  construir un 
puente entre dos coyunturas trascendentes, cons-
cientes que el pasado orienta, pero no pone a 
salvo de lo que en el futuro puede suceder. Acudir 
a la historia, en este caso, la del 54 no se hace 
con sentido de exhumación, sino con la convic-
ción  de que es una gesta supervivientes a la cen-
sura y olvido, y fuente importante de experiencias. 
  
Para la redacción de este reportaje/análisis y en lo 
que atañe a la huelga bananera, se tomó como 
base, de la extensa bibliografía sobre el tema, “El 
Silencio  quedó  atrás”  (Editorial  Guaymuras, 
1994), libro de imprescindible lectura escrito por 
Marvin Barahona, quien de manera tenaz y valien-
te se ha fijado como prioridad intelectual la 
búsqueda de la verdad histórica. De su trabajo se 
extraen los hechos más relevantes de entonces, 
como paralelo a los que vivimos en la actualidad. 
 
 
 

PRIMERA PARTE 
 
Los hechos de 1954 
 
 El levantamiento obrero de 1954 no puede ser 
comprendido sino como el estallido resultante 
de una larga acumulación de hechos y resen-
timientos, de violación a los derechos sociales 
de los trabajadores y de una negativa rotunda 
de la Tela Railroad Company – la antigua Uni-
ted Fruit Company- a reconocer a  los trabaja-
dores en la plenitud de sus derechos huma-
nos, sociales y laborales….Lo  extraño  de  la 
huelga de 1954 no es que haya estallado en 
ese año, con la fuerza y decisión con que lo 
hizo: lo sorprendente es que no haya comen-
zado veinte años atrás. 
 
En aquel entonces era obvio que los beneficios 
del crecimiento económico no favorecían a la 
mayoría de la población hondureña; por el 
contrario, los trabajadores urbanos se queja-
ban cada vez con mayor intensidad, incluso en 
los años que precedieron al de 1954, por las 
miserables condiciones en que vivían. Los 
salarios se habían estancando y su capacidad 
adquisitiva se había reducido drásticamente. 
 
En octubre de 1954 debían realizarse en Hon-
duras elecciones generales para la escogencia 
del presidente de la República y de los diputa-
dos al Congreso Nacional….En mayo, cuando 
estalló la huelga, la campaña electoral ya se 
había iniciado; la huelga se convirtió entonces 
en un componente adicional de la campaña 
política, que impuso un debate sobre política 
social, legislación laboral y reforma económica. 
  Las posiciones adoptadas por los partidos 
políticos frente a la huelga estuvieron determi-
nadas, en algunos casos, por el compromiso 
ideológico y político con la transnacional y, en 
general, por el cálculo de la ganancia electoral 
inmediata. Esto motivó a los partidos a obser-
var un comportamiento cauteloso y, muchas 
veces, encubierto, según su conveniencia y la 
de sus aliados reales y potenciales….Ninguno 
de los partidos (Liberal y Nacional) se pronun-
ció a favor de los huelguistas, pero coincidían, 
por diversos cálculos y razones, en que la 
solución al problema debía ser pacífica y con 
la mediación del Presidente (Gálvez) y su go-
bierno. 
 
Otro elemento que debe tenerse en cuenta en 
la conducta de los partidos políticos frente a la 
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huelga bananera es el anticomunismo…que sería 
utilizada como medio para obtener múltiples ven-
tajas….La  actitud  de  los  liberales  ante  la  huelga 
puede ser calificada de temerosa y calculadora. 
 
El contexto internacional 
 
Al incremento de la protesta social en Honduras 
se sumó también una creciente inseguridad ante 
la agitación que vivía Centroamérica por el conflic-
to entre las fuerzas favorables al cambio y los 
centros de  poder opuestos a éste….La combina-
ción circunstancial de crisis interna y externa, le 
dio a la huelga una amplitud y una significación 
que, en otro contexto, probablemente no hubiera 
tenido. 
 
El papel de la prensa nacional fue alimentar la 
percepción de que la huelga la sostenían agentes 
del extranjero. “Los pioneros de la huelga, afirma-
ba diario El Día, han sido entrenados en un país 
extranjero”. 
 
Los periodistas, poco vinculados a la economía 
bananera o desconocedores de la misma, no lo-
graban explicar la gran capacidad organizativa 
desplegada por los trabajadores en el transcurso 
de la huelga. Más aún, para los enemigos públi-
cos de la huelga esta capacidad de organización 
sólo podía atribuirse a la presencia de “agitadores 
extranjeros” o simplemente de  ”cerebros ocultos” 
que manipulaban la masa de huelguistas.  
 
La estrategia mediática de la compañía fue utilizar 
extensamente los servicios de su Departamento 
de Relaciones Públicas, desde donde se acapa-
raban los espacios de los principales diarios, que 
publicaban íntegramente sus comunicados. Miles 
de esos comunicados eran lanzados sobre los 
huelguistas por los aviones de la frutera, con los 
cuales la compañía se proponía dividir a los traba-
jadores y convencerlos de que estaban siendo 
mal dirigidos por sus líderes o que debían animar-
se a negociar directamente, apartando del camino 
a los dirigentes intermedios. En esta etapa la Tela 
también realizó algunos intentos de sabotaje con-
tra sus propias instalaciones, con el objetivo de 
culpar de tales acciones a los huelguistas. 
 
De hecho, el 30 de abril de 1954 el gobierno envió 
una  ·”circular  urgente”  a  los  gobernadores  políti-
cos, ordenándoles aplicar a la mayor brevedad y 
de forma rigurosa y estricta las disposiciones de la 
Ley de Extranjería. Ordenaba la expulsión de 
todos los extranjeros que instigaran, fomentaran, 

promovieran o ejecutaran acciones que tras-
tornaran el orden público, entre ellas “daños a 
la propiedad”.  
 
Ante el papel de los medios, surgieron pro-
puestas de información alternativas, incluso 
radiales:  “en  La  Lima  los  trabajadores  habían 
instalado en el campo de juego de Chula Vista 
un sistema de altoparlantes al que denomina-
ban Radio Liberación, desde donde llamaban a 
los trabajadores a dirigir mensajes de lucha a 
sus compañeros”. 
 
Posteriormente, Radio Liberación fue utilizada 
por los traidores de la huelga para atacar a los 
dirigentes más honestos y comprometidos, 
acusándolos de extremistas. 
 
Las demandas de la huelga 
 
La huelga inició el 3 de mayo, pero fue hasta el 
17 que los comités locales de las cinco termi-
nables de la Tela Railroad Company constitu-
yeron el Comité Central de Huelga y lo instala-
ron en El Progreso. Una semana antes un 
comité provisional había presentado a las au-
toridades de la empresa un pliego de peticio-
nes de 30 puntos, en los cuales reivindicaban 
la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos y la Carta de Garantías Sociales firmada 
en Bogotá. Colombia, en 1948. 
 
El pliego de peticiones enfatizaba en deman-
das de carácter salarial, debido al alza en el 
costo de la vida, la devaluación de la moneda 
nacional, el congelamiento y disminución de 
los salarios y la consiguiente pérdida del poder 
adquisitivo de los trabajadores, pero al mismo 
tiempo abarcaba una amplia gama de temas 
respecto al mejoramiento general de las condi-
ciones de vida de los trabajadores bananeros 
en temas vitales como salud, educación, vi-
vienda, higiene, condiciones de trabajo y con-
tra la discriminación racial o por sexo. El res-
peto a la dignidad humana de los trabajadores 
y la minimización de las condiciones de explo-
tación estaban en el contenido de los 30 pun-
tos. 
 
Lo más significativo en la conducta observada 
por los jefes de la Tela – respaldados por las 
autoridades gubernamentales- en el transcurso 
de la huelga fue su intransigencia y la escasa 
o nula voluntad de sus administradores para 
llegar a un acuerdo inmediato con el Comité 
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Central de Huelga. El presupuesto básico de la 
gerencia era que la prolongación del conflicto le 
permitiría triunfar, venciendo a los trabajadores 
por hambre –o cansancio-, sin tener que llegar a 
un proceso de negociaciones que significara el 
reconocimiento de las demandas presentadas por 
los trabajadores y sus organizaciones. 
 
La estrategia oficialista para enfrentar el conflicto 
tuvo dos etapas claramente definidas: desgastar 
al Comité Central de Huelga original y, luego de 
propiciar el divisionismo; apoyar de manera encu-
bierta otro Comité Central con el que pudiera po-
nerse de acuerdo. Dentro de sus objetivos estaba 
derrotar a la dirigencia honesta, pero al mismo 
tiempo garantizar el control sobre sus relevos. 
 
La táctica patronal fue aprovechar cualquier cir-
cunstancia que pudiese atribuir a los coordinado-
res de la huelga para romper negociaciones y 
prolongar el conflicto. El flanco más débil del fren-
te huelguista estaba precisamente en La Lima, 
sede de la gerencia bananera. En ese lugar surgió 
el traidor que la compañía esperaba, un maestro 
de enseñanza primaria y miembro o simpatizante 
del Partido Nacional (Manuel de Jesús Valencia), 
quien apareció casualmente en la huelga, resenti-
do con la transnacional porque meses atrás ésta 
lo había sancionado por actos de corrupción co-
metidos en la escuela donde trabajaba. A él ma-
nipuló la frutera para provocar la ruptura de la 
unidad entre los huelguistas. La lucha entre Va-
lencia y los miembros del Comité de Huelga cul-
minaría en los primeros días de junio, el 2,  con la 
captura de los miembros auténticos del Comité de 
Huelga y su traslado a la cárcel de Tegucigalpa. 
Luego Valencia fue desechado y en circunstan-
cias extrañas murió un año después como bando-
lero. 
 
Una vez eliminado el comité auténtico y ya con 
dirigentes que podía controlar, la compañía en 
lugar de negociar inmediatamente activó la repre-
sión gubernamental. El 3 de junio, un comunicado 
oficial anunció que el gobierno  procedería  “sin 
complacencias de ninguna clase para reprimir 
cuanta actitud subversiva, individual o colectiva, 
advierta en el desarrollo del movimiento huelguís-
tico de  la  costa norte”. En  la misma  fecha se or-
denó la censura contra cualquier expresión pe-
riodística a favor de la huelga y se llegó al extre-
mo de  incautar  hasta  los  “magnavoces”  (altopar-
lantes) de los trabajadores. En Tela, se informaba 
entonces, se vivía un virtual “estado de sitio”.  
 

Pese a su importancia, la huelga del 54 nunca 
alcanzó a ser nacional, aunque hubo huelgas 
en diferentes empresas del país, incluyendo en 
la Standard Fruit Company, donde apenas se 
extendió del 7 al 20 de mayo. Tampoco los 
campeños se plantearon desestabilizar al go-
bierno o la toma del poder. Fue una huelga 
precursora de la defensa de los derechos 
humanos y del nacimiento de la ciudadanía 
social organizada. Eso representó un paso 
doblemente significativo en la historia de Hon-
duras. 
 
Logros 
 
El más importante de ellos – en opinión de 
Marvin Barahona- fue la conquista del derecho 
a la libertad sindical; una apertura de profun-
das dimensiones en el seno de una sociedad 
forjada en el autoritarismo y la represión, ini-
ciando la ruptura del modelo tradicional de 
dominación, basado en la negación de los 
derechos sociales a las clases y grupos margi-
nados. Varios años después se logró la apro-
bación del Código de Trabajo, la creación del 
Ministerio de Trabajo y Previsión Social, del 
Instituto Hondureño de Seguridad Social y una 
ley incipiente de Reforma Agraria. 
 
Por otra parte, es evidente que la huelga ba-
nanera abrió nuevos espacios en la sociedad 
hondureña, no sólo para la sindicalización de 
los trabajadores sino también para la amplia-
ción de las conquistas y los derechos sociales 
de los mismos. 
 
Otro elemento aportado por la huelga y que la 
investigación destaca fue haber dado los pri-
meros pasos hacia el reconocimiento de un 
perfil muy claro de identidad nacional al con-
junto de la nación hondureña. De hecho des-
pertó in incipiente espíritu nacionalista en la 
población hondureña, similar a la recuperación 
de la autoestima nacional que se advierte aho-
ra. 
 
La huelga de 1954 tuvo también una dimen-
sión cultural que contribuyó a despertar poten-
cialidades hasta ese momento insospechadas. 
La capacidad de organización, el espíritu de 
solidaridad, la autonomía política y la cultura 
popular despertaron y se manifestaron en di-
versas maneras (música, poesía, dibujo y 
otras), aunque posterior a los acontecimientos 
decayó, limitada a esfuerzos de resistencia a 
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las imposiciones del sistema.  En determinado 
momentos la huelga sirvió como escenario para la 
fusión de la tradición popular con tradiciones más 
recientes que, sin embargo, expresaban lo más 
profundo de la psicología del hondureño común. 
 
Vale destacar el aporte significativo de las muje-
res en la huelga, tanto en los campos bananeros 
como fuera de ellos puesto que las obreras textile-
ras de San Pedro Sula fueron las primeras en 
utilizar las posibilidades creadas por la huelga 
para el reclamo de sus derechos y justicia social. 
Las obreras asumieron el control de las fábricas y 
sus patronos se vieron obligados a negociar con 
los comités de huelga organizados por ellas. 
 
Incluso el libro anota que las mujeres de las plan-
taciones bananeras en determinado momento 
propusieron la creación de un sindicato integrado 
por mujeres. Un año después, en 1955, ellas con-
quistaron el derecho al voto.   
 
SEGUNDA PARTE 
 
Los hechos del 2009 
 
En un país donde la clase política empresarial 
fomenta  el  mito  de  que  “no  hay  escándalo  que 
dure  tres días”,  la  resistencia al  golpe de Estado 
del 28 de junio es un mentís rotundo. De hecho, 
entre abril y mayo de 2008 la también histórica 
Huelga de los Fiscales contra la corrupción públi-
ca se había prolongado 34 días. Era un aviso de 
que en la sociedad hondureña se venían gestan-
do condiciones para fracturas profundas, pese a 
que más de cien años de vigencia de un modelo 
excluyente, bipartidista, mediático y alienante se 
había encargado de promover una mentalidad 
conservadora; calificada por muchos como aguan-
tadora e insolidaria. 
 
 
Ese modelo de hegemonía, que ha pasado por 
diversas etapas, ha tenido como elemento común 
negar los conflictos sociales y estar encabezado 
por una clase política-empresarial que no asume 
culpa alguna por el abuso de poder, la desigual-
dad y la pobreza generalizada, y que, en conse-
cuencia, no siente remordimientos de sus actos.  
  La huelga de 1954 ya había propiciado el reco-
nocimiento de derechos civiles y sociales funda-
mentales, pero para los grandes empresarios la 
energía subjetiva de la gente, su capacidad de 
reclamo y protesta, no debe conducir al cambio 
democrático sino al mercado. La condición de 

ciudadanía social no le ha sido reconocida a la 
mayoría de la sociedad hondureña, reducida a 
la condición de mano de obra o mercadería. 
 
Bajo esas condiciones, en el país se ha pro-
movido la fragmentación social, no la co-
hesión. En una sociedad que mueve su eco-
nomía a partir del consumo, el consumo se 
volvió un mecanismo de segregación social. 
No se trata ya de que los trabajadores reciban 
vales que sólo podían cambiarse en los comi-
sariatos de la compañía, sino que la mayor 
parte de la población no tiene recursos para 
adquirir los bienes a los que aspira y tiene 
derechos. Los pobres, que son mayoría, ven lo 
que desean a través de los escaparates, pero 
no lo pueden obtener. El acceso a una buena 
alimentación, salud, educación, vivienda y 
trabajo le fueron negados. El sistema, agrava-
do por las políticas neoliberales de los años 
90, terminó bloqueando la movilidad social y la 
sustituyó por la movilidad migratoria.  (“Si  no 
está gusto aquí, pues váyase, pero no se olvi-
de de mandar remesas”). Se ha  cocinado así 
una Honduras de resentimientos profundos y 
silenciosos. La llamada Prisión Verde, negado-
ra de los derechos más elementales, desapa-
reció con los años, pero dio paso a otra captu-
ra del Estado y otros actores de poder. El 
irrespeto a los principios de igualdad y equidad 
condujo precisamente a la situación caótica 
que estamos viviendo. Lo que se patentiza es 
la represión a la necesidad y demanda de 
cambios, aunque éstos sean simplemente para 
poner Honduras a tono con las conquistas o 
situación de otros países.  
 
Se puede afirmar que a raíz del golpe del 28 
de junio lo que se desató es una movilización 
sin precedentes contra el enclave político y 
económico que reemplazó progresivamente al 
enclave bananero del 54. Los enclaves son 
definidos como un Estado dentro de otro Esta-
do y que retratan la expansión de grandes 
inversiones económicas que tejen a su alrede-
dor un complejo entramado de conexiones 
políticas, sociales y culturales que lo resguar-
dan. 
 
Al enclave le acompaña siempre la desigual-
dad, aunque se presente como portador de 
democracia, modernización y civilización. Lo 
que vuelve fallida la transición constitucional 
iniciada en 1982 es, precisamente, haber tute-
lado, bajo la responsabilidad del bipartidismo, 
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un modelo patrimonial, corrupto y asistencialista, 
creador de políticas de extracción de la riqueza 
pública y de subordinación social. Uno es el acce-
so a las leyes, justicia y bienes productivos para 
los dueños de esos enclaves y sus socios, y otro 
para el resto de la población. 
 
Diversos estudios e investigaciones coinciden en 
que la construcción de un enclave implica todo un 
proceso de negociación del estatus social, de las 
jerarquías, de la movilidad social, de los valores, 
de redes y de parentescos y afinidades. Su poder 
no está dado por el número de sus integrantes, 
sino por el control que ejercen del Estado a través 
de una maraña de conectividades. ¿Cuántas fami-
lias están detrás de la orden de ejecutar el Golpe 
de Estado? ¿Cinco, seis, siete, diez? Ellas se 
reúnen, discuten y toman decisiones que luego se 
llevan a la práctica a través de los mecanismos 
institucionales de dominación.  
 
En el debate necesario para comprender los 70 y 
más días de resistencia habrá que buscar nuevos 
significados políticos sobre el enclave hondureño, 
como formación social, económica, política y cul-
tural. Habrá que determinar, por ejemplo, que tipo 
de identidad y de ciudadanía construye. De 
hecho, el Estado y la ciudadanía deben ser en-
tendidos en la forma en como se manifiestan res-
pecto al enclave. 
 
En esa perspectiva, así como la huelga del 54 
puede ser interpretada como la revuelta por la 
modernidad social, la resistencia del 2009 podría 
ser la revuelta por la modernidad política, entien-
do que el acceso al poder es fundamental a la 
hora de tomar decisiones sociales, económicas o 
culturales.  
 
Es difícil precisar en este momento, fines de agos-
to, cuáles serán los logros de esta coyuntura de 
lucha. Es indudable que los habrá y que posible-
mente estemos ante un parteaguas histórico. En 
todo caso, dentro de esta polarización que a tan-
tos sorprende porque no habían reparado antes 
en ella, de hecho se gesta en amplios sectores un 
sentido de pertenencia e identidad común, y ese 
es un logro fundamental porque es imposible 
construir acuerdos de nación sin una base com-
partida a partir de un sentido de pertenencia 
común. 
 
Eso es lo que se resiste a entender o admitir la 
elite que a partir de meter al Estado en sus bolsi-
llos promovió un proceso de segregación social 

de magnitud impresionante. Ellos se distancia-
ron ideológica y materialmente del resto de la 
sociedad. Todas las instituciones de integra-
ción y cohesión, desde la escuela hasta el 
sistema de justicia, fallaron a propósito, por 
eso son  tan diferentes los estilo de vida y la 
historia personal de quienes alentaron el golpe 
con la de la mayoría de las personas que des-
de el 28-J salen a las calles a protestar. ¿Qué 
sentido tiene la vida de una persona excluida 
al pararse en una esquina del bulevar Juan 
Pablo II mientras pasa un auto de lujo maneja-
do con soberbia?  Para encubrir esa realidad 
recurren a la alienación producida a través de 
sus medios de comunicación o la esconde el 
Estado cooptado bajo estadísticas falsas, co-
mo la que habla de un sostenido avance en la 
matrícula escolar. Es posible que el porcentaje 
de niños y niñas que ingresan a Primaria haya 
aumentado, pero no en la proporción oficial 
que la sitúa cercana al cien por ciento. Nada 
se habla de la escasa capacidad de retención 
o de las cifras elevadas y cíclicas de deserción 
escolar. Para la CEPAL la tasa de escolaridad 
mínima para evitar la pobreza es de 12 años, 
pero en Honduras no llega ni siquiera a cuatro 
años. El panorama de la desintegración es 
más desalentador si le agregamos que el por-
centaje de jóvenes que accede y termina la 
educación secundaria y universitaria es míni-
mo. La incertidumbre que vive Honduras en 
estos días es la misma que acompaña de ma-
nera permanente a la mayoría de los jóvenes 
respecto a su existencia. 
 
Son los mismos dueños del poder los que han 
trasgredido las reglas del sistema y a los que 
no se les puede creer su súbita y apasionada 
defensa de una Constitución que han violenta-
do muchísimas veces. Ellos pregonan un esta-
do de legalidad, pero no lo respetan; hablan de 
una paz que no ha existido y convocan a una 
reconciliación fantasmal que siempre está 
acompañada de amnistías, condonaciones y 
contratos públicos. 
 
De lo que se trata en la actual coyuntura, y que 
no quiere ser entendido por el enclave, es de 
reiniciar la transición constitucional que estaba 
sin rumbo democrático. La aspiración o el pro-
yecto popular que se alienta no se reducen al 
tema de Manuel Zelaya Rosales, una figura 
que convoca tanto como rechaza. La derrota al 
golpismo pasa por la restitución del Presidente 
derrocado para que termine su mandato, pero 
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el sentido de esta lucha va, o debe ir, más allá. El 
objetivo es crear condiciones para la transforma-
ción social del país, es un contra proceso a la 
exclusión social y creciente desigualdad que 
fragmentó a la nación, tanto humana como ge-
ográficamente. 
 
En 1954 los huelguistas se enfrentaron a un sis-
tema en condiciones de extrema desigualdad; hoy 
esa situación en lo esencial persiste y obliga a la 
dirigencia de la resistencia a pensar más allá de lo 
inmediato y cuestionar radicalmente al bipartidis-
mo, cualquiera sea la bandera o la figura en la 
que se encubra. Este proceso ya es histórico, 
pero no debe pasar a la historia sin resultados 
concretos que le devuelvan al pueblo la confianza 
en sí mismo. La etapa de la catarsis quedó atrás 
en el primer mes de respuesta; ahora se plantean 
otras interrogantes: ¿Qué sociedad queremos 
para convivir?, ¿Qué tipo de Estado?, ¿Qué 
haremos con la impunidad histórica y con la insti-
tucionalidad colapsada?, ¿Cómo debe ser el sis-
tema educativo y de salud?, ¿Cuál es el modelo 
político a surgir frente al bipartidismo fracasado?, 
¿Cómo resolver nuestras diferencias?, ¿Qué pro-
poner ante el colonialismo mediático?, ¿De qué 
descentralización hablamos?, ¿Qué hacer en lo 
inmediato ante la pobreza, la corrupción y la crisis 
mundial?, ¿Cómo responder a los malos gobier-
nos?, ¿Qué hacer ante procesos electorales que 
pervierten la democracia?. 
 
Diferente a los hechos acontecidos hace 55 años, 
cuando la brutalidad del enclave frutero dio paso a 
30 demandas concretas, ahora es la subjetividad 
el eje central alrededor del cual se articula el ac-
tual conflicto político hondureño, porque –entre 
otras razones- el modelo está en todo, ya no foca-
lizado en una región o rubro. Esta es una resis-
tencia colectiva, pero con un altísimo grado de 
individualización. A cada quien lo convoca a mar-
char motivaciones propias, muchas veces sin 
distinguir o tener claridad de los valores ideológi-
cos en disputa o compartiendo espacio con per-
sonas que sirven al modelo corrupto que tanto se 
cuestiona. Para muchos se está en la resistencia 
porque es una manera de sentirse bien, de soñar 
otra nación y de encontrarse a sí mismo y a otras 
personas solidarias. A la juventud que no se ha 
perdido por sus propios prejuicios la oportunidad 
de participar, la lucha les está dando la ocasión 
de entender que es la democracia a partir de no 
haberla tenido o disfrutado nunca. La represión no 
hace más que cohesionar ese sentido. Los asesi-
natos, las torturas, las intimidaciones, las humilla-

ciones que permanecen como moretes por los 
garrotes de la policía o por las declaraciones 
cínicas de los golpistas en lugar de amedrentar 
provocan indignación y coraje. Un basta ya  es 
el ánimo con que la gente eleva su voz en las 
calles, pero también en muchos hogares, pue-
blos y caseríos. Entender ese proceso es em-
pezar a resolverlo, pero no hemos llegado a 
ese punto. Incluso quienes dirigen la resisten-
cia deben profundizar en ello para descubrir la 
dimensión ética de esta protesta. Los que se 
han declarado en rebeldía quieren escuchar a 
condición de ser escuchados. Y serán ellos y 
ellas quienes al final tomarán la decisión de 
seguir o frenar este movimiento. Esta es una 
crisis que pone en contacto con el dolor del 
pueblo, pero también con sus debilidades y 
temores, entre ellos llegar a ser víctimas de las 
traiciones de siempre. A este enclave también 
lo ha acompañado un monocultivo mental que 
debe romperse. En esa dirección es que se 
mueve esa resistencia íntima que se ha des-
pertado en un sector de la hondureñidad que 
no puede ser cuantificado, pero tampoco igno-
rado o menospreciado.  
 
A MANERA DE EPÍLOGO 
 
Los hechos del 2009 y los del 54 son capítulos 
de la misma historia que se gestó en el siglo 
XX, pero, de alguna manera, estos 70 días y 
más son el vestíbulo para entrar al Siglo XXI. 
¿Cómo se recordarán estos días dentro de 50 
años?, ¿Cómo quedará la memoria personal y 
familiar de estos acontecimientos y del papel 
que cada uno asumimos en ella? 
 
Los que investigarán y escribirán los hechos 
posiblemente ahora son niños y niñas de corta 
edad o por nacer, pero no se les escaparán los 
detalles. Se sabrá de actos heroicos y de co-
bardías, de aciertos y errores, sacarán a luz 
las historias escondidas, encontrarán archivos 
que no están a la mano, leerán documentos 
desclasificados, romperán las censuras, entre-
vistarán a los sobrevivientes y harán juicios de 
valor. Su trabajo no será fácil porque las me-
morias locales, regionales y familiares no tras-
cienden. Los medios masivos y tradicionales 
de comunicación se esfuerzan a diario por 
ignorarlas. Sin embargo, la verdad puede per-
manecer oculta mucho tiempo, pero no todo el 
tiempo.  
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Ojalá que en el futuro quienes se sienten a escu-
driñar en la hemeroteca –hoy con el candado de 
la dictadura – la historia de estos días, con el pa-
pel amarillento por los años, lo hagan de manera 
distinta a nosotros, bajo las condiciones del país 
deseado, y no tengan esa sensación de frustra-
ción anudada en la garganta por tanta injusticia y 
desigualdad acumulada y vigente. ¿Será que 
podremos lograrlo?     
 
(*) Fragmento de un poema de Pompeyo del Valle 
reproducido en “El silencio quedó atrás”. 
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Libros que explican los antecedentes de la actual crisis política 

 


